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Señores miembros del jurado: 
 
El presente trabajo de investigación lleva como título “La vulneración a la tutela 
jurisdiccional efectiva por la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias en el Perú 
– Año 2017”, se ofrece al público en general como un aporte novedoso en materia 
constitucional, su propósito es incitar la investigación a través de la crítica realizada al 
precedente vinculante expedido en la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente Nº 00987-2014-PA/TC. 
 
Asimismo, de acuerdo al Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad César Vallejo, 
la estructura de la investigación se ha plasmado de la siguiente manera: 
 
El primer capítulo denominado introducción, desarrolla en su contenido la aproximación 
temática, los trabajos previos (que en buena cuenta son los antecedentes de la temática 
materia de investigación), teorías relacionadas al tema (que en otras palabras es la sección 
conocida por los investigadores como marco teórico) y el planteamiento del problema, el 
cual en su contenido señala el problema principal de la investigación, los objetivos y los 
supuestos jurídicos. Enseguida, el segundo capítulo denominado Método, se desarrolla el 
diseño y tipo de la investigación bajo el enfoque cualitativo. Posteriormente, en el tercer 
capítulo, se plasma la información obtenida a través de los documentos aplicados para la 
recolección de datos,  pues dicha actividad nos permitirá elaborar las discusiones, 
conclusiones y recomendaciones. Finalmente, se transcribirá las referencias bibliográficas y 
los anexos utilizados como material elemental para el estudio y elaboración de la 
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La presente investigación ha sido inspirada en la tutela de los derechos fundamentales de los 
individuos frente a los excesos en la Administración de Justicia, su finalidad es ofrecer un 
material de fácil entendimiento para los estudiosos y críticos del derecho.  
 
La problemática materia de investigación y cuestionamiento, surge de un pronunciamiento 
del Tribunal Constitucional en una Sentencia que fue dictada con calidad de precedente 
vinculante, por la cual se establecieron criterios bajo la excusa de disminuir la carga procesal 
a cargo de dicha institución, sin embargo, su aplicación se convertido en un método por el 
cual se vulnera de forma disimulada el derecho de tutela efectiva que merece todo justiciable. 
 
Resulta importante señalar que el presente aporte ha sido guiado por las constantes críticas 
que se han realizado en el ambiente jurídico nacional sobre esta nueva figura denominada 
“Sentencia Interlocutoria Denegatoria”. 
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The present investigation has been inspired in the protection of the fundamental rights of the 
individuals before the excesses in the Administration of Justice, has like aim, to offer a material of 
easy comprehension for the studies and critics of the right. 
 
The problematic of the investigation and the questioning, the emergence of a pronouncement of the 
Constitutional Court in a sentence that was dictated with quality of binding precedent, by which 
criteria were established under the excuse of reducing the procedural burden of said institution, 
however, its application became a method by which the right of protection that deserves all justiciable 
is disguised. 
 
It is important to highlight that the present has been documented by the constant criticisms that have 
been made in the national legal field about this new figure called "Interlocutory Denial Judgment". 
 
Keywords:  
Interlocutory Judgment Denial, effective jurisdictional protection, constitutionally protected content, 






















1.1.- Aproximación temática 
Vivimos en una sociedad en reconstrucción, que tras una larga lucha por la democracia se 
logró estructurar y formó una nueva cara de libertad, la cual se manifiesta después de la lucha 
contra los gobiernos dictatoriales y el golpe de los 90’. 
 
En búsqueda de la paz social y el surgimiento económico, se reguló la Constitución Política 
del Perú de 1993, mediante la cual se formaron nuevas bases normativas y crearon 
instituciones en pro de la mejora económica y la obtención de justicia. 
 
Con la nueva Carta Magna se modifica el nombre del antes llamado Tribunal de Garantías 
Constitucionales (creado por la Constitución Política de 1979) para pasarse a llamarse, 
Tribunal Constitucional; por su parte, alguna vez escuché en los claustros universitarios, la 
siguiente interrogante, ¿Es necesaria la creación de un tribunal que verifique la vulneración 
de derechos fundamentales cuando los jueces del Poder Judicial están obligados a resolver 
de acorde a la Constitución? 
 
En ese sentido, debo repetir lo expuesto por juristas e historicistas del derecho: “el pueblo 
ha perdido la confianza en el Poder Judicial”, esto a partir de los casos de corruptela 
expuestos en los medios de comunicación, la emisión de resoluciones dudosas, entre otras 
manifestaciones, que ha hecho que los legisladores opten por la creación de un Tribunal que 
vele por los derechos fundamentales de la colectividad. 
 
La creación de dicho Tribunal, contrajo a la par la creación de una vía procedimental 
constitucional, regulada objetivamente desde el 2004 mediante un Código Adjetivo que 
estableció las prerrogativas de este.  
 
Debemos destacar la loable labor que ha realizado el Tribunal Constitucional al desarrollar 
nuevos preceptos en materia constitucional, creando criterios a través de extraordinarias 
sentencias; sin embargo, lamentablemente dicha calificación no puede recaer en todos sus 
pronunciamientos. 
 
La presente investigación tiene como propósito intensificar el exiguo estudio sobre los 
efectos negativos que contrae la emisión de las sentencias interlocutorias denegatorias, figura 
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creada por el Tribunal Constitucional en el precedente constitucional establecido mediante 
la Sentencia signada en el Expediente Nº 00987-2014-PA/TC (conocido como el Caso 
Vásquez Romero), ergo, identificaremos las graves vulneraciones que causan al derecho 
fundamental a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
 
Luego, desarrollaremos el concepto de cada criterio acudiendo a la jurisprudencia 
comparada, que ha desarrollado a grandes rasgos algunos conceptos que nos ayudaran para 
un mejor entendimiento en la materia, debido a la similitud que guarda con nuestro actual 
sistema de jurisdicción constitucional.  
 
Asimismo, se identificará algunos dispositivos y jurisprudencia constitucional para que 
quede al descubierto la insuficiencia, las falencias y contradicciones producidas por la 
aplicación discrecional de los parámetros establecidos, quedando al descubierto, que se 
realizó una mala copia de otro ordenamiento jurídico sin considerar que vivimos en 





















A nivel internacional. -  
 
El jurista argentino Giannini, L. (2013), en su tesis titulada “El certiorari y la jurisdicción 
discrecional de los superiores tribunales” para optar por el título de Doctor en Derecho por 
la Universidad Nacional de La Plata, acota lo siguiente: 
 
El certiorari faculta a la Corte, según su voto discrecional rechazar los recursos federales 
deducidos ante su despacho, por falta de agravio suficiente o cuando las cuestiones invocadas 
resultaren insustanciales o carentes de trascendencia (p. 30). 
 
El “certiorari” es una figura de origen americano, cuya naturaleza consiste en la facultad 
discrecional de la Suprema Corte Americana para admitir ciertos casos que se consideren 
trascendentales, es decir, cuyos resultados serían importantes dada su relevancia e impacto 
social y/o económico. 
 
El establecimiento de la emisión de sentencias interlocutorias denegatorias, es una suerte de 
atribución discrecional que se ha tomado el Tribunal Constitucional Peruano, puesto que, 
como se observa en la práctica, este colegiado, al emitir dicho pronunciamiento denegatorio 
no se pronuncia con relación al fondo de la controversia, al estilo del “writ of certiorari”.  
 
El jurista Montañés, M. (2010), en su Artículo Jurídico titulado: “La Especial Trascendencia 
Constitucional como presupuesto del recurso de amparo”, señala: 
 
Cuando el recurso de motivo al Tribunal Constitucional para pronunciarse o variar sus 
pronunciamientos, como resultado de un proceso de reflexión interna o por el surgimiento de 
cambios sociales o normativos trascendentes para la configuración del contenido del derecho 
fundamental (p.34). 
 
Nótese, que el citado autor español desarrolla la concurrencia de supuestos para la 
configuración de la especial trascendencia constitucional, siendo uno de estos, el cambio de 
doctrina constitucional, esto es que, si el Tribunal considera que la cuestión planteada 
amerita una profunda revisión de los actuados, debido a la posibilidad de cambiar los 
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criterios jurisprudenciales establecidos previamente, entonces, puede examinar el caso, no 
siendo óbice los criterios establecidos en el pasado, así fuera mediante un precedente 
vinculante. 
 
Ahora bien, tomando en consideración la carencia del concepto “especial trascendencia 
constitucional” en nuestra legislación, es menester destacar el razonamiento realizado por 
dicho autor, puesto que este razonamiento traería a colación, una interesante discusión por 
su contradicción con otro supuesto establecido para la improcedencia de los recursos de 
agravio constitucional, esto es, que se emitirá sentencia interlocutoria denegatoria cuando la 
cuestión de derecho invocada contradiga un precedente vinculante del Tribunal 
Constitucional. 
 
Según la Sentencia Nº 155/2009 del Tribunal Constitucional Español; en el segundo párrafo 
del Fundamento Jurídico Nº 2, señala: 
 
El carácter vadeable e indefinido de la noción de especial trascendencia constitucional, como de 
los criterios establecidos para su interpretación, confieren a este Tribunal un margen abierto para 
advertir cuándo el corpus de un proceso de amparo amerita un pronunciamiento sobre el fondo 
del asunto en razón a su especial trascendencia constitucional (p.5). 
 
La figura de la “especial trascendencia constitucional”, es uno de los criterios establecidos 
para la emisión de las sentencias interlocutorias denegatorias; dicho parámetro se dio a 
conocer en la famosa Sentencia del Tribunal Constitucional Peruano, signada en el 
Expediente Nº 00987-2014-PA/TC, ítem de difícil entendimiento, puesto que, de los 
fundamentos jurídicos emitidos por dicho tribunal, no se sustentó en qué consistía, de qué 
forma  y que órganos de justicia eran competentes para aplicar dicho precedente 
constitucional. 
 
Sin embargo, a través de la exhaustiva búsqueda a fin de aportar con el entendimiento de 
esta figura, hemos podido hallar, que esta ha sido desarrollada en el ordenamiento jurídico 
español, es más, este es un concepto de aplicación diaria, que en España se utiliza para 




La abogada española Sánchez, A. (2003), en su Artículo Jurídico titulado: “Derecho a la 
tutela judicial efectiva prohibición de sufrir indefensión y su tratamiento por el Tribunal 
Constitucional”, señala lo siguiente: 
 
El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva consiste en la posibilidad de todas las personas de 
tener acceso a los órganos jurisdiccionales y así obtener protección mediante una resolución 
motivada, no permitiéndose que los justiciables sufran indefensión al no permitírseles ejercer los 
derechos e instrumentos procesales reconocidos por el ordenamiento. (p. 607) 
 
En efecto, el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, contiene en esencia el 
derecho a elegir si deseamos proteger nuestros derechos vulnerados a través de los 
mecanismos de protección judicial que nos brinda la ley, en ese sentido, los derechos 
invocados mediante una demanda, debe ser admitido –claro está, siempre que cumpla con 
los requisitos de admisibilidad- a fin de que el justiciable no quede en estado de indefensión. 
 
Por otro lado, no solamente se trata de evitar quedar indefenso al inicio de cada proceso, sino 
también, consiste en el derecho de poder ejercitar la tutela de nuestros derechos sin vernos 
impedidos de defendernos dentro de estos, “intraproceso”. 
 
En ese sentido, rescatamos que, con la emisión de las denominadas sentencias interlocutorias 
denegatorias, se está negando el acceso al Tribunal Constitucional sin más trámite, esto 
evidentemente, deja a toda persona en un estado de indefensión, debido a que no existe 
recurso alguno que pueda impugnar dicha decisión.  
 
El profesor español Chamorro, F. (1994), en su libro titulado: “La tutela judicial efectiva”, 
desarrolla lo siguiente: 
 
[…] a) se niega al individuo el acceso a los órganos de justicia; b) se produce la indefensión del 
individuo en el proceso; c) se obtiene una resolución irrazonable y carente de fundamento; d) la 
resolución no es efectiva. La vulneración a las garantías derivadas de la tutela judicial efectiva 
puede manifestarse en múltiples formas, pero siempre deberá afectar de manera alternativa los 
puntos señalados (p. 54). 
 
Ahora bien, como podemos apreciar estos puntos señalados por el autor fueron 
recogidos de la jurisprudencia desarrollada por el Tribunal Constitucional Español en 
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relación a la vulneración de la tutela jurisdiccional efectiva. En esa línea, podemos 
destacar que, con la emisión de la sentencia interlocutoria denegatoria, estos ítems se 
manifiestan de manera copulativa. 
 
Las sentencias interlocutorias denegatorias, en primer lugar, niegan el acceso a la 
jurisdicción del Tribunal Constitucional Peruano; en segundo lugar, se produce un 
estado de indefensión a los recurrentes, puesto que dichas sentencias no dan lugar a 
trámite a otro recurso de impugnación; y, en tercer lugar, se aprecia del tenor de dichas 
sentencias, no se obtiene un pronunciamiento razonable, limitándose a una decisión 
discrecional como fundamento de su decisión. Por este último concepto, se considera 
a esta figura, como una institución similar al “certiorari”. 
 
A nivel nacional. - 
 
El maestro García, D. (2017), en el libro de Ponencias del XI Congreso Nacional de Derecho 
Constitucional titulado: “Retos del Constitucionalismo del Siglo XXI”, señala: 
 
[…] se dice que se rechazará de plano cuando el petitorio vaya contra un precedente vinculante 
existente, con lo cual se da a entender que los precedentes son pétreos, cosa que no sucede en 
ninguna parte del mundo. (p. 699) 
 
En efecto, el ítem c) del fundamento 49 de la Sentencia del Tribunal Constitucional Peruano 
signada en el Expediente Nº 00987-2014-PA/TC, establece que se emitirá sentencia 
interlocutoria cuando la cuestión de derecho invocada contradiga un precedente vinculante 
emitido por este órgano constitucional. 
 
En ese sentido, cabe destacar que no existe posición normativa eterna, puesto que estamos 
en una sociedad de cambios, esto es, que nuestra legislación debe ajustarse a la realidad 
cambiante. 
 
Asimismo, las Constituciones Estatales han sido estructuradas para soportar realidades 
distintas con el pasar del tiempo, ajustándose al tiempo y manteniendo el equilibrio en su 
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aplicación, demostrándose ello, con nuestra Constitución Política de 1993, con más de 23 
años de vigencia aproximadamente. 
 
Así las cosas, resulta poco eficiente que nuestro Tribunal Constitucional establezca este tipo 
de parámetro de admisión, puesto que va acorde con nuestra realidad variante, no está demás, 
mencionar que prueba de ello, es el famoso overruling, formula que consiste en el cambio 
de precedente por uno nuevo, materializado en nuestro país en la famosa Sentencia signada 
en el Expediente Nº 04293-2012-PA/TC, en la cual se deja sin efecto una sentencia anterior 
que establecía un precedente vinculante. 
 
Por tanto, este tipo de parámetros hacen que nuestra legislación constitucional pueda tornarse 
en insuficiente, puesto este tribunal ha fijado un precedente que establece un límite de 
interpretación con relación a las necesidades de nuestra sociedad. 
 
El maestro Quiroga, A. (2015), en su libro titulado: Los procesos constitucionales, señala: 
 
El nuevo pleno del Tribunal Constitucional ha establecido como precedente vinculante una 
secuela de preceptos por los cuales será posible rechazar liminarmente gran parte de los procesos 
de garantía que llegan a su despacho. Con lo referido se busca que el Tribunal pueda atender 
aquellos procesos que realmente merezcan tutela o resolver conflictos relevantes procediendo a 
reiterar la jurisprudencia establecido en una sentencia expedida el 2005, reafirmándolo 
explícitamente como un precedente vinculante. (p. 68) 
 
En efecto, la finalidad de los criterios establecidos en el precedente vinculante que 
establece las sentencias interlocutorias, es desatender algunos casos para atender a 
otros, es decir, como ha sido destacado en reiterados pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional, el objetivo es darle prioridad a aquellos casos que merecen tutela 
urgente. 
 
Sin embargo, no debemos dejar de lado que desde antes se venía planeando en dicho 
Colegiado, implementar criterios que redujeran la excesiva carga procesal que 
manejan en su despacho, que cada año va aumentando y no permite realizar una 





Por otro lado, la emisión de esta nueva figura se activa mediante la presentación del 
Recurso de Agravio Constitucional, cuyos alcances y límites ya habían sido 
desarrollados previamente en el precedente vinculante establecido en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional signada en el Expediente N° 2877-2005-PHC/TC, caso 
Lagomarcino Ramírez, cuyos criterios desarrollaremos más adelante. 
 
El jurista Figueroa, E. (2015), en su Artículo Jurídico titulado: “La exigencia de “especial 
trascendencia constitucional” en el ordenamiento constitucional peruano”, sostiene lo 
siguiente: 
 
Así como el Tribunal Constitucional estableció parámetros de desatención para la expedición de 
sentencias de fondo resultaba necesario desarrollar en el tenor del precedente en análisis, un 
criterio de aplicación para los jueces del Poder Judicial, y así determinar, invocar las causales 
propias de una decisión interlocutoria denegatoria. (p. 128-129) 
 
Resulta menester destacar que el Tribunal Constitucional –mediante el precedente vinculante 
materia de análisis-, estableció criterios limitativos aplicables únicamente por su Colegiado, 
como se puede observar en la práctica; omitiendo así, no solamente el desarrollo conceptual 
de las causales de improcedencia establecidas, sino también, un criterio de aplicación 
vinculante dirigido a los jueces ordinarios que conocen los procesos constitucionales de la 
libertad, conforme a nuestro sistema dual de justicia constitucional. 
 
Como bien sabemos, los precedentes vinculantes emitidos por el Máximo Intérprete de 
nuestra Constitución, tiene una gran fuerza amoldadora para todo nuestro de sistema de 
justicia, puesto que, los criterios establecidos en la sentencias de este Tribunal son emitidos 
para tutelar los derechos fundamentales de la colectividad en su totalidad, por lo cual son de 
conocimiento general, debiéndose aplicar por todo órgano de justicia. 
 
Sin embargo, resulta imposible que las instancias del Poder Judicial puedan aplicar los 
criterios establecidos en dicha sentencia, cuando estos extrañamente son excluyentes, esto 





Torres, H. (2015), en la Edición Nº 81 de la Revista Gaceta Constitucional y Procesal 
Constitucional señala: 
 
Si los hechos no estuvieran adecuadamente planteados, tiene el juez constitucional la potestad 
de declarar inadmisible la demanda, una vez subsanada y si el derecho alegado no corresponde 
a los hechos, el juez constitucional está en la obligación de corregir el error o la omisión incurrida 
bajo el principio de que el juez conoce el derecho. (p. 69)  
 
De tal forma, el autor señala que la argumentación por el derecho vulnerado es subsanable, 
asimismo en cuanto el juez constitucional verifique el error y/o omisión de fundamentación, 
deberá el juez subsanar de oficio de conformidad con el principio de que el juez conoce el 
derecho, más conocido en el ambiente jurídico como “iura novit curia”. 
 
Al respecto, debo señalar que la causal señalada en el ítem b) del precedente constitucional, 
no permite lo expuesto por el autor, ya que establece que se emitirá sentencia interlocutoria 
denegatoria cuando el derecho invocado en el recurso no sea de especial trascendencia 
constitucional. En ese sentido, debemos señalar que no es posible que el juez subsane de 
oficio las falencias en la argumentación de los recurrentes; por ejemplo, sería incorrecto 
presentar una demanda constitucional, y esperar que el juez rectifique nuestra argumentación 
con la finalidad de demostrar que el derecho invocado es de “especial trascendencia 
constitucional” por ejemplo. 
 
Según la Sentencia del Tribunal Constitucional Peruano; Expediente Nº 00987-2014-PA/TC 
en sus fundamentos 49 y 50 señala: 
 
49. El Tribunal Constitucional emitirá sentencia interlocutoria denegatoria cuando: 
a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque; 
b) La cuestión de derecho contenida en el recurso no sea de especial trascendencia constitucional; 
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente vinculante del Tribunal 
Constitucional; 




A partir de la emisión de esta Sentencia (expedida con calidad de precedente vinculante), el 
Máximo Intérprete de la Constitución ha establecido ciertos parámetros de admisibilidad, 
que consideramos discutibles, en cuanto a la vaguedad y/o ambigüedad de la forma en que 
han sido establecidos. 
 
Asimismo, según se ha señalado por diversos estudiosos de la materia, la mencionada 
reglamentación tuvo como finalidad reducir la carga procesal, debido a que el Colegiado 
Constitucional consideró que los justiciables recurrían indebidamente a la vía constitucional, 
puesto que en reiteradas oportunidades se verificó que las demandas remitidas a su despacho 
carecían de fundamentación constitucional, por no afectarse directamente un derecho 
fundamental, por lo tanto, no merecían tutela. 
 
De la misma manera, los ítems de procedibilidad establecidos fueron preceptuados de 
manera insuficiente, puesto que en dicha sentencia no se desarrolló el contenido conceptual 
y/o normativo que permita su debida aplicación permitiendo que los intérpretes realicen 
dicho razonamiento, obteniéndose múltiples criterios. 
 
El magistrado del actual Tribunal Constitucional Blume, E. (2014), en su Artículo Jurídico 
titulado: “La Sentencia Interlocutoria Denegatoria”, destaca: 
 
Una vez aperturado el acceso al Tribunal Constitucional mediante recurso de agravio 
constitucional, se accede a la última y definitiva instancia de grado, por tanto, no cabe que dicho 
colegiado verifique la procedibilidad del recurso en mención, debido a que ya fue admitido en 
segunda instancia judicial, es decir, carece de competencia para analizar su admisión y, si lo 
hiciera, estaría calificando un recurso ya concedido, en perjuicio del justiciable, violando su 
derecho de acceso a la última y definitiva instancia de la justicia constitucional. (p.34) 
 
Nótese que el Recurso de Agravio Constitucional se interpone en contra de la resolución de 
segundo grado que resuelve de manera desestimatoria la petición constitucional, asimismo, 
es la Sala revisora quien califica la procedencia de dicho instrumento de impugnación, que, 
al ser concedido, como lo señala el autor en referencia, se nos abre la puerta de acceso al 
máximo tribunal en materia constitucional. Sin embargo, este colegiado, procede a realizar 




Y, es que el Código Procesal Constitucional establece que una vez concedido el Recurso de 
Agravio Constitucional por el órgano de segundo grado, es el Presidente de dicha Sala, quien 
remite el expediente al Tribunal Constitucional. 
 
Ergo, todo justiciable que desea obtener el reconocimiento de la vulneración de sus derechos 
fundamentales se topa con una barrera, que no es más que una evidente mala praxis por parte 
del Tribunal Constitucional, quien realiza una doble calificación de dicho recurso. 
 
El recordado constitucionalista Rey, G. (2004), en la “Memoria del Presidente del Tribunal 
Constitucional Sr. Dr. Guillermo Rey Terry”, documento adjuntado como anexo en la 
Memoria del Tribunal Constitucional 2002-2004, señaló: 
 
La carga de expedientes al cual me he referido me hace medita, en la creación de una premisa 
que permita utilizar un criterio relacionado a la admisión de los procesos constitucionales, previa 
legislación autoritativa, en ese sentido, sería posible admitir a trámite sólo los pedidos que 
esencialmente denoten una violación constitucional y no otro tipo de incidencias que deberían 
ser revisadas por tribunales ordinarios. 
 
Así pues, son las palabras del Ex Presidente del Tribunal Constitucional, quien desde 
aquel entonces, ya predecía los problemas a producirse por el incremento de 
expedientes en su colegiado, es por ello que a manera de declaración manifestaba la 
posible necesidad de establecer un criterio selectivo relacionado a la admisión de las 
demandas, con la finalidad de reducir la carga procesal, sin imaginarse que 
posteriormente se iba a establecer dicho criterio mediante la figura de la Sentencia 






1.2.- Marco Teórico 
 
La presente investigación cuenta con un soporte plenamente fundamentado, esto es, un 
marco teórico definido como el sustento del desarrollo científico, conformado por un grupo 
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de conocimiento elaborados por el investigador, cuya finalidad es delimitar los elementos de 
la investigación que se desea realizar, estos conocimientos no solo son aquellos que el 
investigador considere certeros, sino también problemas reales en el supuesto de que la 
investigación sea novedosa. (Tafur, 2000, p. 152) 
 
En ese sentido, es menester señalar la terminología de cada figura a desarrollarse, para el 
mejor entendimiento de los estudiosos de la materia. 
 
La Tutela Jurisdiccional Efectiva. - 
 
A principios de la evolución de las civilizaciones, se sabe de la lectura de sus antecedentes, 
que los primeros hombres se enfrentaban por la obtención de un derecho que a su parecer 
les pertenecía. Así pues, el resultado del derecho en disputa se decidía en base a quien 
resultaba ganador de un combate cuerpo a cuerpo, es decir, de un enfrentamiento donde el 
instrumento de defensa era la fuerza del hombre ejercitada mediante la violencia. Cuya figura 
recibió el nombre de “autotutela”. 
 
Luego, con la finalidad de evitar el ejercicio de justicia mediante la fuerza propia, se crearon 
instrumentos para la regulación de la conducta humana en la sociedad, así es como surgieron 
nuevos métodos para la solución de conflictos, que nos dieran como resultados una decisión 
resultado justo. He allí, donde encontramos a la autocomposición y la heterocomposición. 
Siendo la primera, una solución del conflicto mediante la negociación o transacción directa 
entre las partes, y la segunda, la obtención de una solución justa del conflicto mediante la 
intervención de un tercero (juez o arbitro) imparcial. 
 
En esa línea, al crearse estas nuevas formas de solución de conflictos de contraposición de 
intereses o incertidumbres de carácter jurídico, nace el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva proveniente de la heterocomposición, puesto que el Estado otorga un sistema 
judicial a sus nacionales para que puedan obtener una respuesta a sus pretensiones. 
 
Ahora bien, el profesor Martel, R. (2002), nos da a conocer un antecedente importante del 




El derecho al proceso tiene como antecedente histórico la fecha del 17 de junio de 1215, cuando 
los barones ingleses arrancaron al Rey Juan Sin Tierra algunos derechos básicos que les 
aseguraban un juicio correcto. Este acto histórico ha trascendido en el tiempo, y hoy en día no 
existe, ni debe existir, Estado de Derecho que no contemple al proceso como la vía más adecuada 
para garantizar las libertades individuales (…). (p. 22). 
 
En efecto, la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho contemplado en los Estados, como 
una garantía que goza toda persona para la obtención de justicia, dicho precepto ha sido 
establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como en las 
Constituciones Estatales, diversas leyes internas, entre otros, por lo tanto, es un derecho de 
carácter público. Sin embargo, consideramos que a pesar de haberse positivizado tal 
precepto, este proviene del derecho natural, porque es un derecho que puede ejercer 
cualquier persona por el hecho de ser humano. Asimismo, podemos señalar que su ejecución 
forma parte de la manifestación del derecho de acción que goza todo individuo sujeto de 
derecho. 
 
En efecto, la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho fundamental consagrado en el inciso 
3 del Artículo 139º de la Constitución Política del Perú, que en su tenor señala: “Son 
principios y derechos de la función jurisdiccional: 3. La observancia del debido proceso y la 
tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada 
por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada 
por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, 
cualquiera sea su denominación.” 
 
Asimismo, el numeral 1 del Artículo 14° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, a la letra preceptúa: “(…) Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y 
con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido 
por la ley (…).” 
 
Así pues, los artículos esbozados establecen uno de los principios más importantes en 
nuestro ordenamiento jurídico, puesto que obliga a que cualquier tipo de proceso deba 
ajustarse a lo regulado en su tenor, es decir, toda controversia judicial, deberá realizarse 
respetando plenamente estos enunciados, los cuales se han destacado también por ser las 




En tal sentido, debemos señalar que muchos autores han definido a la tutela jurisdiccional 
efectiva y al debido proceso, como una suerte de principios que en unidad se complementan, 
ya que el primero garantiza que el justiciable pueda acceder a un órgano de justicia y sea 
atendido por un juez imparcial, que resolverá las pretensiones planteadas por los 
contendores, asimismo, se encargara que la sentencia en última instancia sea efectiva; y por 
otro lado, el segundo principio, se encargará que durante el trámite del proceso, se respeten 
otros derechos fundamentales, a fin de que se resuelva sin transgredir u obviar los 
instrumentos procesales que el ordenamiento jurídico le brinda al justiciable, y así pueda 
defenderse de manera suficiente.  
 
En ese sentido podemos verificar que este derecho contempla una serie de garantías, como 
el derecho de acción y al contradictorio como manifestación del derecho de defensa, a no ser 
desviado de la jurisdicción determinada por ley, a obtener una resolución debidamente 
motivada, entre otras garantías. 
 
Aunado a ello, en la Sentencia recaída en el Expediente N° 763-2005-PA/TC, el Tribunal 
Constitucional ha destacado que: 
 
(…) con la tutela judicial efectiva no sólo se persigue asegurar el acceso del justiciable a los 
mecanismos que habilita el ordenamiento dentro de los supuestos para cada tipo de pretensión, 
sino que se busca garantizar que, tras el resultado obtenido, pueda verse este último materializado 
con una mínima y sensata dosis de eficacia. 
 
Por su parte, la tutela jurisdiccional efectiva no solo consiste en el derecho que posee la 
persona para acceder a la justicia, sino también, que la decisión tomada en un proceso 
judicial sea efectiva, a fin de que lo resuelto no se convierta en meras declaraciones u 
opiniones jurídicas sin efecto, sino, que lo condenado sea ejecutado de tal manera que el 
ganador pueda sentir que lo pretendido se ha materializado realmente. 
 
Asimismo, la tutela jurisdiccional efectiva es una garantía que posee una gran flexibilidad a 
favor de los justiciables, que permite que estos sean protegidos antes, durante y después del 
proceso; esto quiere decir, que la protección que brinda este derecho se exterioriza del 
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proceso con la finalidad de amparar a cualquier individuo que vea transgredidos sus 
derechos. 
 
Gráfico Nº 1: Etapas de la tutela jurisdiccional efectiva 
 
 Fuente: Elaboración propia (2017) 
 
Así pues, como lo hemos señalado la tutela jurisdiccional efectiva, es una garantía que se 
manifiesta en distintas etapa del proceso, en primer lugar, se manifiesta en etapa previa al 
proceso, cuando cualquier persona puede solicitar tutela ante los órganos jurisdiccionales 
planteando las pretensiones que crea convenientes; en segundo lugar, su manifestación 
durante el proceso consiste en el respeto de las garantías procesales durante el proceso, 
puesto que si estas son recortadas se estaría ante una imprudente vulneración del contenido 
esencialmente protegido de este derecho; y, en tercer lugar, la manifestación de este precepto 
se exterioriza del proceso, es decir, protege al contendor ganador después de culminada la 
controversia, ya que con la ejecución de la tutela efectiva, se logra ejecutar el derecho ganado 
en su oportunidad, a fin de concretarse la efectividad de lo decidido. 
 




Este instituto proviene desde épocas remotas, su antecedente más antiguo se remonta en el 
año 1215 con la Carta Magna de Inglaterra, por la cual el Rey Juan I de Inglaterra (conocido 
por la historia como el Rey “Juan Sin Tierras”) reconoce a los nobles ingleses esta garantía 
procesal, precisamente en el capítulo 39 de dicho cuerpo normativo, que a la letra preceptuó 
lo siguiente: “Ningún hombre libre será detenido, ni preso, ni desposeído de sus bienes, ni 
declarado fuera de la Ley, ni desterrado, ni perjudicado en cualquier otra forma, ni 
procederemos o haremos proceder contra él, sino en virtud de un juicio legal de sus pares, 
según la Ley del país.” 
 
De esta forma, se estableció este derecho como una garantía que protegía a toda persona a 
no ser privada de su libertad o despojada de sus bienes de manera arbitraria, como una 
manifestación del poder ilimitado que poseía el Estado (haciendo hincapié que en aquellas 
épocas se gobernaba bajo un Estado absolutista). 
 
(…) la concepción del debido proceso fue trasplantada a las colonias inglesas, para ese entonces 
el debido proceso tenía dos características: La primera era, entender al debido proceso como una 
garantía procesal de la libertad personal, contra detenciones arbitrarias del Estado; la segunda 
característica comprendía a esta figura como una garantía frente a la voluntad del monarca (…). 
(p. 16) 
 
Posteriormente, el debido proceso fue reconocido en el ordenamiento jurídico 
norteamericano, como una incorporación a su sistema normativo mediante la V y XIV 
enmiendas, la primera estableció que “ninguna persona seria privada de su libertad o 
propiedad sin desarrollarse un debido proceso legal”; y la segunda agrandaba los límites de 
su protección señalando que “ningún Estado podía privar a persona alguna de vida, libertad 
o propiedad, sin el debido procedimiento, ni negara en su jurisdicción a persona alguna la 
igual protección de las leyes”; entonces, se verifica que el debido proceso legal (conocido 
en el derecho anglosajón como due process of law) es una garantía que durante el transcurso 
de los tiempos fue evolucionando y expandiéndose, a tal punto, que hoy es considerado un 
derecho universal. 
 
Ahora bien, debemos resaltar que el debido proceso recién fue instaurado de forma explícita 
en nuestro ordenamiento jurídico en la Constitución Política del 1993, puesto que antes de 
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su promulgación los ciudadanos solo podían invocar el respeto de su contenido garantista a 
través de la invocación de los convenios internacionales (de los que formamos parte). 
 
Así pues, el debido proceso es un derecho fundamental de origen procesal, puesto que este 
es como un cofre que contiene una gama de derechos fundamentales, que, de no ser 
estrictamente respetados dentro de un proceso, este devendría en irregular por no respetarse 
las garantías mínimas de un proceso justo. 
 
Gráfico Nº 2: El debido proceso como derecho continente 
 
 Fuente: Elaboración propia (2017) 
 
En efecto, siguiendo la ilustración ofrecida podemos destacar que el Tribunal Constitucional 
en reiterada jurisprudencia ha señalado que el derecho al debido proceso, es un derecho 
continente puesto que contiene en él, un conjunto de derechos esenciales que no deben ser 
omitidos durante el trámite de una causa; dentro su contenido esencial, podemos hallar al 
derecho a la defensa, la pluralidad de instancia, el derecho a producir pruebas, el derecho a 





Por su parte, el Artículo 8º de la Convención Americana de Derechos Humanos, hace 
mención al debido proceso, advirtiendo en su tenor las garantías mínimas a ser respetadas, 
con la finalidad de que todo justiciable resuelva sus pretensiones en un tribunal de justicia 
de la manera más justa posible. 
 
El destacado maestro Aníbal Quiroga, sostiene que: 
 
El derecho al debido proceso legal no solo tiene aplicación ni se agota en los asuntos judiciales, 
sino también en todos aquellos que se desarrollen en el seno de una sociedad y que supongan la 
aplicación del Derecho a un caso concreto por parte de la autoridad y del que se deriven 
consecuencias intersubjetivas, los que se deben llevar a cabo con el cumplimiento de requisitos 
esenciales de equidad y razonabilidad, que se encuentran comprendidos entre la mayor parte de 
las garantías constitucionales de la administración de justicia (2003, p. 128-129).   
 
En tal sentido, se entiende que el debido proceso es un derecho que funciona como garantía 
de los demás derechos fundamentales. Asimismo, el marco de protección que posee ha sido 
ampliado a través de la jurisprudencia, la cual establece que, en la actualidad, su función 
garantista se clasifica en dos dimensiones: i) La dimensión formal, y, ii) La dimensión 
sustancial. 
 
En efecto, el Tribunal Constitucional como intérprete de la Constitución ha desarrollado 
criterios por los cuales identifica al debido proceso no solo como un derecho fundamental, 
sino, como una garantía constitucional, ya que aparte de ser un precepto inherente a la 
persona humana, también ha sido consagrado como un principio a respetarse durante el 
ejercicio de la función jurisdiccional, de conformidad con el inciso 3 del Artículo 139º de la 
Constitución. 
 
Entonces, la dimensión formal del debido proceso funciona como una garantía dentro de 
este, su función es resguardar el cumplimiento de las garantías procesales durante la litis; 
por ejemplo, el derecho de defensa que tiene el justiciable, el derecho a producir pruebas de 
acuerdo a la ley, prohibiendo su obtención o aceptación de forma fraudulenta, la posibilidad 
que tienen las partes para formular recursos impugnatorios como ejercicio del derecho a la 
pluralidad de instancias, entre otros. Así pues, consideramos dicho derecho es la piedra 
angular del proceso, dicho de otra forma, es una suerte de engranaje que facilita la tutela de 
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derechos. Si los derechos fundamentales son garantías consagradas en la Constitución, el 
debido proceso es la garantía de las garantías, ya que, sin este sería imposible la obtención 
de justicia. 
 
Enseguida, apreciamos su dimensión sustancial como teoría novísima establecida por el 
Tribunal Constitucional, la cual señala que el debido proceso exige que toda decisión debe 
ser razonable y proporcional. Es decir, las decisiones expedidas por los órganos 
administradores de justicia no deben ser excesivas, ni irrazonables, caso contrario alteraría 
la esencia del debido proceso, figura que atenta contra el principio constitucional de 
proscripción de la arbitrariedad. 
 
Sentencia Interlocutoria Denegatoria. - 
 
La Sentencia Interlocutoria Denegatoria es un sistema de rechazo liminar que forma parte 
de nuestro ordenamiento jurídico constitucional, creado por el Tribunal Constitucional, cuya 
creación está inspirada en dos razones: i) Evitar el uso innecesario de la jurisdicción 
constitucional, y, ii) Reducir la carga procesal que es asumida por el Pleno. 
 
A mayor abundamiento, se entiende que la primera referencia consiste en no permitir que 
los justiciables realicen un mal uso de la jurisdicción constitucional, activándola como una 
suerte de último recurso de cuestionamiento cuando sus las peticiones invocadas por los 
justiciables han sido desfavorables a sus intereses en la jurisdicción ordinaria. En cuanto a 
la segunda referencia, consiste básicamente en reducir la carga procesal que el despacho del 
Tribunal Constitucional posee. La justificación de dicho enunciado tuvo como pretexto 
erradicar el incremento de recursos de tutela de derechos que según las estadísticas van en 
aumento, haciendo menos efectiva la labor que desarrolla el Colegiado Constitucional. 
 
Así pues, el Tribunal Constitucional creo esta nueva regla a partir de la expedición de la 
sentencia –con efecto vinculante- recaída en el Expediente Nº 000987-2014-PA/TC, más 
conocida como el “Caso Vásquez Romero”. En dicho caso la Sra. Francisca Vásquez 
Romero interpone una demanda de amparo constitucional contra diversos magistrados del 
Poder Judicial, cuestionando que se declare la nulidad de lo actuado en un proceso de tercería 
preferente de pago que fue iniciado en su contra por el Banco Wiese Sudameris (ahora Banco 
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Scotiabank), aduciendo la vulneración de sus derechos al debido proceso, a la defensa, el 
libre acceso al órgano jurisdiccional y a la tutela procesal efectiva. 
 
En esa línea, la justiciable cuestionaba el desconocimiento de una serie de actuados que 
perjudicaban a la recurrente, asimismo señalaba que el proceso ordinario fue cambiado 
ilegalmente de jurisdicción, puesto que la Sala Suprema Civil la derivó a la Sala Suprema 
Constitucional. Siguiendo esa base, señalaba que los órganos de justicia ordinaria se habían 
confabulado con el Banco Wiese Sudameris, a fin de rechazar su petición formulada, hecho 
que constituía crímenes de lesa humanidad. Enseguida, el Tribunal Constitucional tomando 
en consideración que en el recurso se evidenciaba la carencia de argumentación que 
manifiesta el avasallamiento del contenido esencial de los derechos fundamentales 
invocados, consideró a bien desarrollar una sentencia con calidad de precedente vinculante 
a fin de rechazar in límine este tipo de recursos, que ha criterio del Tribunal no hacen más 
que requerir el gasto de recursos en vano. 
 
En tal sentido, en el cuadragésimo noveno fundamento jurídico de la sentencia mencionada 
se establecieron los siguientes presupuestos de improcedencia de los Recursos de Agravio 
Constitucional, presentados en adelante: 
 
Se emitirá Sentencia Interlocutoria Denegatoria cuando carezca de fundamentación la 
supuesta vulneración que se invoque. -    
 
Ahora, para analizar el presente presupuesto es menester señalar que, al presentar una 
demanda de garantía constitucional, esta no puede estar justificada en el mero capricho del 
justiciable, puesto que es un requisito primordial que en todo asunto que se pretende accionar 
por esta vía, requiere la manifestación clara y precisa de la vulneración del contenido 
esencial de un derecho fundamental. Entonces, si en la fundamentación planteada por el 
justiciable no se evidencia que el núcleo esencial del derecho invocado ha sido alterado, la 
demanda debe ser declarada improcedente. 
 
Por su parte, debemos señalar que el contenido esencial de un derecho fundamental está 
compuesto por la tutela especial que se brinda al bien humano que defienden los enunciados 
normativos positivizados en la Constitución Política del Perú. Por ejemplo, el derecho 
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fundamental al trabajo contiene dentro de su contenido esencial dos supuestos de protección 
reconocidos por el Tribunal Constitucional, que son: i) el derecho a acceder a un puesto de 
trabajo; y, ii) el derecho a no ser despedido del trabajo, excepto que exista causa justificable 
para su ejecución. 
 
Entonces siguiendo el ejemplo, imaginemos que una entidad del Estado requiera personal 
que se dedique a la atención al público y para ello realiza una convocatoria pública, que 
como todas establece una serie de requisitos, sin embargo, en uno de estos señala que solo 
se admitirán personas de tez blanca, debido a que se requiere buena presencia de acorde al 
perfil que busca la institución. Entonces, si analizamos la situación señalada, evidenciamos 
que dicha convocatoria es un acto de la administración que altera el contenido esencial del 
derecho al trabajo. Exactamente, la vulneración consiste en el derecho a acceder a un puesto 
de trabajo, en consecuencia, una demanda de tutela constitucional que cuestione este hecho, 
estaría dirigida a cuestionar un hecho que de forma manifiesta transgrede un derecho 
fundamental, es más hasta incluso podría invocarse la violación del derecho a la igualdad, 
entre otros. 
 
Por otro lado, debemos señalar que dicho requisito no es una novedad, puesto que el 
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional, que en aquella fecha se encontraba en 
vigencia a la letra preceptuaba:  
  
Para realizar tal análisis, aparte de los criterios establecidos en el artículo 18 del Código Procesal 
Constitucional, la Sala declarará su improcedencia, a través de un Auto, en los siguientes 
supuestos: si el recurso no se refiere a la protección del contenido esencial del ámbito 
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental (…). 
 
Entonces, como se puede apreciar el enunciado de improcedencia desde la emisión del 
precedente objeto de estudio, pero la finalidad del requisito establecido es la misma. Es más, 
ello se prueba con la lectura textual del Artículo 11º del actual Reglamento Normativo del 
Tribunal Constitucional –modificado por la Resolución Administrativa Nº 141-2014-P/TC, 
publicada el 12 de setiembre del 2014 en el Diario Oficial El Peruano- que sustituyó dicho 
enunciado por las causales establecidas en el cuadragésimo noveno fundamento jurídico del 




Se emitirá Sentencia Interlocutoria Denegatoria cuando la cuestión de derecho contenida en 
el recurso no sea de especial trascendencia constitucional. -    
 
Este requisito se justifica en la verificación de especial trascendencia constitucional que debe 
poseer cada caso; sin embargo, la fijación de este precepto es un término que ha dado lugar 
a diversas críticas por la falta de desarrollo conceptual y normativo en el tenor del precedente 
vinculante. Además, teniendo al frente una terminología innominada ni desarrollada por la 
jurisprudencia constitucional nacional, esta puede dar lugar a distintas interpretaciones que 
solo generan un ambiente de inseguridad, debido a que este podría considerarse como una 
suerte de poder del Tribunal Constitucional para decidir discrecionalmente la improcedencia 
de un Recurso de Agravio Constitucional, sin la más mínima fundamentación que cada caso 
requiere. 
 
Ahora bien, la especial trascendencia constitucional es un precepto visto por primera vez en 
los términos dieciséis y diecisiete del Artículo Único de la Ley Orgánica 6/2007 de 24 de 
mayo de 2007, que reforma la Ley Orgánica 2/1979 – Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional Español, el que, en líneas generales, señala en su Artículo 49.1 lo siguiente: 
   
49.1 El recurso de amparo constitucional se iniciará mediante demanda en la que se expondrán 
con claridad y concisión los hechos que la fundamenten, se citarán los preceptos constitucionales 
que se estimen infringidos y se fijará con precisión el amparo que se solicita para preservar o 
restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado. En todo caso, la demanda justificará 
la especial trascendencia constitucional del recurso. 
(…) 
 
Asimismo, el Artículo 50.1 literal b) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
Español, se reformó: 
 
50.1 El recurso de amparo debe ser objeto de una decisión de admisión a trámite. La Sección, 
por unanimidad de sus miembros, acordará mediante providencia la admisión, en todo o en parte, 
del recurso solamente cuando concurran todos los siguientes requisitos: (…) 
b) Que el contenido del recurso justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal 
Constitucional en razón de su especial trascendencia constitucional, que se apreciará 
atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para 
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su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos 
fundamentales. 
 
Así pues, mediante la Ley Orgánica 6/2007 se introdujo este nuevo requisito de procedencia 
de los Recursos de Amparo Constitucional en el ordenamiento jurídico español, limitando 
el uso de la vía constitucional solo a los asuntos que presentaran especial trascendencia 
constitucional. 
 
Posteriormente, la instalación de esta figura hizo que surgiera una nueva problemática en 
cuanto a su interpretación que, de forma similar a nuestro país, esta fue establecida sin 
desarrollarse conceptual ni jurídicamente su terminología. Hecho que creaba incertidumbre 
en los justiciables, puesto que esto permitía que el Tribunal Constitucional decidiera 
discrecionalmente la admisión de los recursos.  
 
Por lo tanto, posteriormente el Tribunal Constitucional Español realizó desarrollo una serie 
de supuestos por los cuales se puede identificar cuando un caso posee especial trascendencia 
constitucional, en los cuales se debe resaltar que afirma que un asunto es relevante cuando 
dé ocasión al Tribunal para aclarar o cambiar su doctrina como consecuencia de un proceso 
de reflexión interna. En tal sentido, cabe mencionar que, si este criterio es aceptado por 
nuestro Tribunal Constitucional, estaríamos frente a una colisión de preceptos, debido a que 
el siguiente requisito consiste en determinar todo proceso que entra en contradicción con lo 
resuelto en un precedente vinculante, entonces, daría lugar a un nuevo debate, e incluso una 
nueva figura, en cuanto hasta el momento no se ha visto que se sopesen dos enunciados 
establecido en el tenor del mismo precedente. 
 
Así pues, la presente investigación se podría dirigir a señalar que la fijación de estos 
requisitos ha provocado inseguridad debido a una mala copia de un ordenamiento jurídico 
extranjero. Sin embargo, debemos mencionar que durante el proceso de investigación hemos 
podido presenciar gracias a una fuente anónima confiable, el proyecto que se desarrolló antes 
de la expedición de este precedente vinculante, instrumento que lamentablemente fue 
aprobado parcialmente por el Pleno del Tribunal Constitucional, motivo por el cual, generó 
esta problemática. En consecuencia, podemos decir que mientras que no se desarrolle 
jurisprudencia constitucional que defina el término especial trascendencia constitucional, 
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este podrá seguir justificando la decisión discrecional del Colegiado Constitucional al 
rechazar los Recurso de Agravio Constitucional formulados. 
 
Se emitirá Sentencia Interlocutoria Denegatoria cuando la cuestión de derecho invocada 
contradiga un precedente vinculante del Tribunal Constitucional. -    
 
Esta regla, básicamente consiste en rechazar los recursos de agravio cuando el asunto 
cuestionado posea las mismas características que ya fueron discutidas y desarrolladas en una 
sentencia dictada con calidad de precedente vinculante. 
 
Se emitirá Sentencia Interlocutoria Denegatoria cuando se haya decidido de manera 
desestimatoria en casos sustancialmente iguales. - 
 
En efecto, este requisito de improcedencia es similar al otro, pero aquel toma en 
consideración los pronunciamientos que se han tomado criterios uniformes a través de la 
expedición de sentencias, es decir, cuando en diversos casos se ha analizado la transgresión 
de un derecho fundamental y se ha decidido de la misma forma, entonces, estamos frente a 
un criterio que ha sido consolidado a través de los pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional. 
 
Por su parte, debemos mencionar que en la actualidad en la práctica forense se ha advertido 
que los operadores del derecho utilizan a la jurisdicción constitucional, como una suerte de 
cuarta instancia, provocando así un mal uso de esta vía, acción que no hace más que desviar 
el trabajo del Tribunal Constitucional a ciertos casos, dejando de lado a otros procesos que 
requieren de tutela urgente. Justo ello, es la justificación del Supremo Interprete de la 
Constitucional. 
 
En conclusión, la Sentencia Interlocutoria Denegatoria es una nueva fórmula constitucional 
que se creó a partir de la emisión de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente Nº 00987-2014-PA/TC, mediante la cual se estableció cuatro criterios para la 
emisión de este tipo de sentencias; sin embargo, la crítica desarrollada en el tenor de la 
presente investigación fluye a causa de que los magistrados del Máximo Colegiado 
Constitucional no desarrollaron los preceptos y/o alcances de aplicación de dichos 
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parámetros. Además, es menester señalar que este tipo de sentencias solamente es expedida 
por el Tribunal Constitucional, como resultado de una segundo examen de admisibilidad de 
los Recursos de Agravio Constitucional, hecho que ha sido comentado por los estudiosos de 
la materia. 
 
Derechos fundamentales. - 
 
Se entiende por derechos fundamentales a los derechos inherentes a la persona humana, entre 
estos podemos hallar el derecho a la vida, al honor, al trabajo, a la educación, al acceso a la 
información, a la tutela jurisdiccional efectiva, entre otros de similar relevancia. 
 
En efecto, el jurista argentino Gerardo Prado, destaca que: 
 
Los derechos fundamentales son derechos humanos positivizados y reconocidos por las 
constituciones de cada Estado de derecho. Un Estado de derecho que se respete de ser tal ha 
introducido a su sociedad todos aquellos derechos humanos surgidos a lo largo de la evolución 
de los mismos (2009, p. 4). 
 
Así pues, el origen de los derechos fundamentales proviene de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos; como se sabe, en concordancia con una variedad de autores, se dice 





Contenido constitucionalmente protegido. - 
 
Como sabemos los derechos fundamentales de la colectividad se encuentran recogidos en la 
Constitución, los cuales al ser vulnerados pueden ser tutelados mediante procesos de garantía 
constitucional que pueden formularse ante el Poder Judicial, sin embargo en la realidad, 
acudir en busca de tutela no es un procedimiento tan simple como suena, puesto que una 
acción en la vía jurisdiccional es como un combate de puro derecho, donde las reglas del 
juego la establece un cuerpo normativo, y el arma de ataque es la hermenéutica de los 
preceptos constitucionales, en consecuencia, para invocar la vulneración no solamente basta 
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con expresar los hechos y relacionarlos con un derecho establecido en la Constitución, para 
su defensa, sino consiste en identificar si el caso cuestionado altera el contenido 
constitucionalmente protegido del derecho fundamental conculcado. 
 
Ahora bien, este concepto proviene de la jurisprudencia alemana, la cual estableció en su 
Ley Fundamental (conocida en nuestro ordenamiento como Constitución), la prohibición al 
legislador de modificar el contenido esencialmente protegido de los derechos fundamentales, 
puesto que la aceptación de su variación dejaría que cada derecho pierda su esencia. 
 
Así pues, se dice que los derechos fundamentales poseen en su interior un nucleó inmutable 
que contiene la esencia del mismo, ergo, si este es modificado, la tutela de dicho derecho 
pierde la razón de ser, es por ello que se prohíbe al legislador tocar su esencia, la cual debe 
ser inalienable. 
 
En esa línea, existen distintas teorías respecto a esta figura tan trascendental para la defensa 
de un derecho constitucional, pero, la que ha sido acogida en el país por la parte mayoritaria 
es la del contenido constitucionalmente protegido. Entonces, ¿es lo mismo contenido 
esencialmente protegido y contenido constitucionalmente protegido? La respuesta es 
negativa. 
 
El contenido constitucionalmente protegido recoge un conjunto más amplio, se podría decir 
que el contenido esencialmente protegido es un pequeño círculo que se encuentra inmerso 
en otro círculo de mayor tamaño. Tomando en consideración lo antedicho, advertimos que, 
para accionar en búsqueda de la tutela del derecho vulnerado mediante una acción de garantía 
constitucional, es importante tener conocimiento de esta institución, puesto que ha sido 
establecida en el Inciso 1 del Artículo 5º del Código Procesal Constitucional, como un filtro 
de procedibilidad para las demandas constitucionales. 
 
La debida motivación. - 
 
En un Estado Democrático como el nuestro, en donde el texto constitucional señala que todo 
acto de disposición expedido por un Tribunal, ya sea este judicial, administrativo, castrense, 
arbitral o de cualquier otra índole, merece ser justificada a fín de obtener un proceso justo y 
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una respuesta adecuada a las características que reviste cada caso en particular, en esa línea, 
debemos advertir que el derecho a la debida motivación de las resoluciones es un derecho 
contenido dentro del conglomerado de derechos que conforman el derecho constitucional al 
debido proceso. 
 
El destacado jurista César Pineda, hace mención: 
 
El derecho a la debida motivación implica que toda persona pueda obtener del órgano 
jurisdiccional una respuesta pensante, coherente, racionable, razonable y objetiva; no se busca, 
por tanto, la perfección en la respuesta dada o la infalibilidad de la misma, sino simplemente se 
busca que la respuesta dada por la administración de justicia sea una respaldada con argumentos 
suficientemente coherentes que permitan al justiciable la obtención de una respuesta razonada 
(2017, p. 231) 
 
En efecto, las resoluciones emitidas por los entes administradores de justicia deben ser 
resueltos en base a fundamentos suficientes que le den sentido al razonamiento efectuado 
por el juzgador, en esa línea, debemos advertir que la motivación de una decisión 
jurisdiccional aparte de ser un derecho inherente al justiciable, también es un mandato 
judicial impuesto a toda persona encargada de administrar justicia a nombre del Estado. 
 
En esa línea, es menester indicar que la motivación de toda resolución está directamente 
vinculada con la aplicación de principios constitucionales como el de congruencia, 
proporcionalidad, entre otros; así pues, esto permite que el justiciable se encuentre conforme 
con lo decidido o que, en vista de su disconformidad con lo decidido, pueda hacer pleno uso 
de su derecho a impugnar toda resolución judicial, para su respectiva revisión por un órgano 
jerárquicamente superior. 
 
El derecho de defensa.- 
 
El derecho de defensa es un derecho constitucional normado en el numeral 14 del Artículo 
139º de la Constitución Política del Perú, que a la letra preceptúa: 
  
 Artículo 139º.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
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14. No ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será 
informada inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho 
a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por este, desde 
que es citada o detenida por cualquier autoridad. 
 
En ese sentido, se entiende que el derecho de defensa, consiste en que ningún sujeto puede 
verse afectado por la negación de la ejecución de este derecho en cualquier etapa del proceso, 
es más, dicho tenor contempla que cuando eres inculpado por cualquier ilícito y/o falta, el 
individuo tendrá el derecho de tomar conocimiento de las causas por las cuales se le acusa, 
de no ser así, se estaría ante una grave vulneración al derecho a la defensa. 
 
Por otro lado, la persona que se ve inmersa ya sea en un delito penal o una falta 
administrativa, tiene derecho a contar con un abogado, ya sea elegido por su persona o uno 
brindado por el Estado, sin costo alguno, puesto que, de no ser así se estaría vulnerando este 
derecho, debido a que no todo sujeto cuenta con los conocimientos necesarios para entender 
los términos jurídicos y conocimientos de derecho, para poder realizar una eficiente defensa 
procesal al emplazado. 
 
Dicho derecho, tiene un grado de conexión con el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 
debido a que la transgresión de esta última se manifiesta cuando el justiciable queda en 
estado de indefensión durante el transcurso de un proceso judicial; de ser así, se estarían 
conculcando dos derechos constitucionales.  
 
Es así que se deduce que una de las manifestaciones esenciales del Due Process of Law es 
la prohibición de la indefensión, hechos los cuales han sido comprobados a lo largo de las 
diversas jurisprudencias del propio Tribunal Constitucional, es decir, donde se demuestra la 
inescindible relación existente entre los dos términos, tutela judicial efectiva y prohibición 
de la indefensión, que configuran un único derecho, derecho a la tutela judicial efectiva sin 
indefensión (Quiroga, 2014, p. 148). 
 
La pluralidad de instancias. - 
 
El derecho a la pluralidad de instancias ha sido recogido por nuestra Constitución, en el 




La pluralidad de instancias significa que en todo juicio deben ser cuando menos dos los jueces o 
tribunales que, sucesivamente, resuelvan el caso a fin de impedir que sometiéndose la resolución 
a uno solo de ellos, sin posibilidad de apelar a una segunda instancia, se produzcan corruptelas 
y la justicia se desnaturalice (Rubio, 2012, p. 232). 
 
En efecto, lo señalado supra es parcialmente cierto, la pluralidad de instancias es el derecho 
de todo justiciable a poder invocar los recursos impugnatorios que la ley provee, para que la 
causa desfavorable sea revisada por un órgano superior, debido a que dicho caso puede verse 
obstaculizado y/o opacado por la parcialidad de los magistrados a cambio de dadivas; sin 
embargo, a pesar de ser el defecto más sonado en los últimos tiempos, este no es el único 
imprudente acaecido. 
 
El derecho de defensa también protege al justiciable, en cuanto le brinda la oportunidad de 
que la decisión de primer grado, pueda ser revisada por una Sala Superior o Juzgado 
Especializado de ser el caso, esto debido a que ninguna persona humana está exenta de 
cometer errores de razonamiento, por lo tanto, todo pronunciamiento emitido por el A Quo, 
puede ser revisado por una instancia superior, a través del ejercicio de este derecho. 
 
La vía procesal constitucional peruana 
 
La vía procesal constitucional en nuestro país está compuesta por un sistema de juzgamiento 
dual, es decir, las causas discutidas por la vía constitucional son vistas de manera apartada 
y/o copulativa por el Poder Judicial y por el Tribunal Constitucional, de ser el caso. 
 
El Poder Judicial, recepciona, razona y decide en primera y en segunda instancia –vía 
apelación- las causas invocadas por los procesos constitucionales de la libertad, los cuales, 
mediante Recurso de Agravio Constitucional, son elevados al Tribunal Constitucional para 
el reconocimiento o no, de la vulneración de los derechos fundamentales transgredidos. 
 
Asimismo, es importante saber que los procesos constitucionales de la libertad no siempre 
llegan al despacho del Tribunal Constitucional, puesto que, si en las sentencias de vista 
(emitidas en segunda instancia) se reconoce la vulneración del derecho fundamental 
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invocado, queda agotada la instancia, salvo las excepciones dispuestas por la normativa y la 
jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional. 
 
Ahora bien, la Constitución Política del Perú ha establecido los instrumentos de protección 
constitucional, los cuales pueden ser ejercidos por cualquier persona que vea conculcados 
sus derechos o cualquiera que se vea en legitimidad para invocarlos, dichos mecanismo de 
tutela son: 
 
- La Acción Contenciosa Administrativa (Artículo 148º); 
- El Hábeas Corpus (Artículo 200º, Inciso 1); 
- La Acción de Amparo (Artículo 200º, Inciso 2); 
- El Hábeas Data (Artículo 200º, Inciso 3); 
- La Acción de Inconstitucionalidad (Artículo 200º, Inciso 4); 
- La Acción Popular (Artículo 200º, Inciso 5); 
- La Acción de Cumplimiento (Artículo 200º, Inciso 6); y 
- La Contienda de Competencia (Artículo 202º, numeral 3) 
 
Los procesos de garantía constitucional. - 
 
Como lo hemos mencionado líneas arriba, la Constitución Política del Perú, estableció los 
procesos mediante los cuales se busca tutela constitucional, es de apreciarse que algunos de 
estos son descritos en su Artículo 200º, cuyo tenor señala los instrumentos de defensa 
constitucional tipificados como procesos de garantía constitucional, sin embargo, no todos 
debieron llamarse así o ser incluidos dentro de dicho artículo. 
 
Desde dicho punto de vista, debemos mencionar que la Constitución nos brinda instrumentos 
procesales para poder ejercer nuestro derecho de acción cuando vemos avasallados nuestros 
derechos fundamentales, ello supone, que cada individuo de nuestra sociedad tiene la 
facultad de poder recurrir a los órganos de justicia constitucional a través de estos. 
 
En efecto, debido a que vivimos en un Estado de Derecho, nadie puede ser privado de ejercer 
los derechos que le han sido asignados en la Constitución Política; sin embargo no todos los 
mecanismos de protección constitucional mencionados en el artículo en mención tienen 
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como finalidad la tutela directa de los derechos fundamentales de la persona humana, puesto 
que existen instrumentos procesales nombrados en el tenor de dicha norma, que si bien es 
cierto, son mecanismos de tutela constitucional, pero su finalidad no es tutelar derechos 
fundamentales subjetivos. 
 
En ese sentido, es menester advertir de acuerdo como lo ha sido mencionado en la doctrina 
desarrollada por los estudiosos de la materia, que los procesos constitucionales han sido 
subdivididos en dos categorías: i) Acciones de Garantía Constitucional; y ii) Acciones de 
Control Constitucional.  
 
Las Acciones de Garantía Constitucional. - 
 
Las Acciones de Garantía Constitucional, también conocidos como procesos de la libertad, 
son aquellos que buscan proteger los derechos de la colectividad, ante cualquier acto u 
omisión que transgrede, amenaza o viola los derechos fundamentales de cada persona; al ser 
estos amparados, sus efectos hacen que las cosas regresen a un estado anterior antes de haber 
surgido el acto transgresor de los derechos inculcados. 
 
En efecto, tal como hemos mencionado supra, han surgido diversas discusiones con respecto 
a la tipificación de los mecanismos establecidos en el Artículo 200 de la Constitución 
Política, puesto que su tenor no los clasifica en grupo tomando en cuenta la finalidad de 
estos. 
 
Así pues, las acciones de garantía constitucional son: el hábeas corpus, la acción de amparo, 
el habeas data y la acción de cumplimiento.  
 
El Hábeas Corpus. - 
 
El Hábeas Corpus es una acción de garantía constitucional, que busca tutelar el derecho 
fundamental a la libertad y los derechos conexos, ante cualquier acto u omisión de una 




La libertad es el derecho más importante que tiene el ser humano junto al de la vida. Por eso 
se defiende con tanto esmero (Rubio, 2012, p. 301). 
 
Asimismo, es menester explicar a qué se refiere cuando se señala que su finalidad aparte de 
la libertad también busca proteger a los derechos conexos, en ese sentido, debemos señalar 
que como punto de partida, para poder utilizar este mecanismo de tutela, debemos ver 
vulnerado o amenazado nuestro derecho fundamental a la libertad. Sin embargo, en la 
práctica existen actos en donde se transgrede dicho derecho, y como consecuencia de dicho 
daño se afectan otros derechos fundamentales, como el derecho a la vida, al debido proceso, 
a la tutela jurisdiccional efectiva, entre otros. 
 
De ese modo, se entiende que a pesar de que pueden existir otros derechos afectados cuya 
protección se puede ejercitar con otros mecanismos de tutela constitucional, sin embargo, 
dichos actos también pueden ser invocados por este. 
 
Para mayor abundamiento, el Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída en el 
Expediente Nº 2663-2003-HC/TC, realizó una clasificación de los tipos de hábeas corpus 
que se pueden invocar, los cuales son: el hábeas corpus reparador, restringido, correctivo, 
preventivo, traslativo, instructivo, innovativo y conexo. 
  
La Acción de Amparo. - 
 
La acción de amparo es un proceso de garantía constitucional, cuya finalidad es tutelar los 
derechos fundamentales que no son amparables mediante los procesos de hábeas corpus y 
hábeas data, así pues, este mecanismo de tutela opera, cuando se amenaza o vulnera un 
derecho fundamental, como puede ser, el derecho a la vida, al trabajo, a la asociación, entre 
otros. 
 
Dicho proceso constitucional ha sido establecido en el numeral 2 del Artículo 200º de la 
Constitución Política, de cuyo tenor se desprende que este mecanismo no procede contra 
normal legales ni resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular, sin embargo, 
es menester destacar que estas limitaciones de procedencia han sido superadas con 
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pronunciamientos del Tribunal Constitucional, puesto que en la actualidad cuando se tiene 
certeza de la amenaza o vulneración del derecho fundamental esta si procede. 
 
Se trata de un mecanismo de gran alcance y que permite no sólo la defensa de los derechos 
de libertad distintos a la individual, sino que además opera frente a la afectación de los 
derechos sociales, económicos y culturales. Ello permite catalogarlo como un proceso de 
resguardo de la dignidad de la persona y su proyección en comunidad (Gutiérrez, 2009, 
p.96). 
 
El Hábeas Data. - 
 
El hábeas data es una acción de garantía constitucional  regulada en el numeral 3 del Artículo 
200º de la Constitución Política, cuya finalidad es tutelar los derechos fundamentales al 
acceso a la información pública y la autodeterminación informativa, es decir, la primera 
consiste en que todo individuo tiene derecho a acceder a la información que manejan las 
Entidades Públicas, siempre que estas no dañen la intimidad personal ni tengan la calidad de 
secreta por disposición del Estado, y la segunda consiste en poder solicitar la modificación, 
cancelación o ampliación de una dato que consideramos es insuficiente o vulnera nuestros 
derechos fundamentales como el honor, la buena reputación, entre otros. 
 
El hábeas data es considerado un amparo especializado, donde además de ser una garantía 
constitucional posee los requisitos de procedibilidad comunes a la del amparo, constituyendo 
su esencial o especialidad el objeto de protección (Pineda, 2017, p. 81). 
 
Asimismo, debemos señalar que este instrumento procesal proviene de la legislación 
brasileña, y su adopción fue tomada por nuestro ordenamiento constitucional en la actual 
constitución, sin embargo, este mecanismo fue duramente criticado, puesto que algunos 
juristas opinaban que los derechos fundamentales bajo su manto de protección, también 
podían ser invocados en un proceso de amparo, es por ello, que el autor citado líneas arriba, 
considera que al proceso de hábeas data, como un amparo especializado.  
 




El proceso de cumplimiento, es un mecanismo que puede ser invocado por cualquier persona 
que ve afectado algún derecho –suyo o de terceros-, debido a la omisión o incumplimiento 
renuente por parte de una autoridad o funcionarios a acatar lo regulado por una norma legal 
o disposición normativa. 
 
Asimismo, como es de conocimiento esta es el proceso constitucional que dio inicio al 
estudio del derecho constitucional, puesto que mediante este proceso se inició la controversia 
del Caso Marbury vs. Madison. 
 
Las acciones de control constitucional. - 
 
Las acciones de control constitucional, son aquellos mecanismos establecidos para cautelar 
y preservar la supremacía de la Constitución, ergo, su funcionamiento ha sido reservado para 
cuando es emitida una norma legal que contravienen lo dispuesto por una norma de rango 
constitucional o una norma infraconstitucional contraviene lo dispuesto por una norma con 
rango de ley. 
 
Dentro de este conjunto de acciones, encontramos al proceso de inconstitucionalidad, a la 
acción popular y a la contienda de competencia. 
 
Tribunal Constitucional. - 
 
Los antecedentes de la formación de un Tribunal que vele por los derechos fundamentales 
de la persona humana proviene de la obra del reconocido jurista vienés Hans Kelsen, cuyo 
pensamiento creó un modelo de sistema de control constitucional concentrado, que fue 
reconocido e instaurado por primera en la Constitución de Austria de 1920. 
 
Desde aquel entonces, esta idea de sistema concentrado se fue expandiendo por toda Europa 
como una forma de control de poder realizado por una instancia autónoma y especializada 
que límite el ejercicio del poder y que resguarde cualquier contravención de la Constitución. 
Así pues, la instalación de un tribunal de este tipo fue inspirado la defensa de la democracia 
y la prevención de posibles actos excesivos de parte de futuros gobiernos totalitarios, 




Posteriormente, esta idea del establecimiento de un sistema de control concentrado fue 
acogida por países de América Latina, hecho que provocó una variedad de debates, debido 
a que era un modelo inspirado en la realidad europea, que finalmente fue claramente 
ajustable a la realidad de nuestro continente. Entonces, con la instalación de este nuevo tipo 
de jurisdicción de control de la Constitución, se establecía una suerte de instancia suprema, 
autónoma, que cumpliría la función de guardián de la Constitución. 
 
La esencia de esta nueva instancia especializada era que su mantenimiento permita la 
conservación de la democracia frente a actos que quiebren el principio de separación de 
poderes y que vele por el respeto de la Constitución. Ello suponía que este colegiado ad hoc 
era capaz de interpretar la Constitución a fin de revisar la creación de normas legales que 
contravinieran la Constitución –como actos funcionales del Poder Legislativo- e intervenir 
cuando se cometían actos excesivos de poder –como actos funcionales del Poder Ejecutivo-
. 
 
Por su parte, en el derecho anglosajón existía un modelo de sistema antagónico al 
recientemente instaurado –en aquel entonces-, el cual, cautelaba la esencia de los preceptos 
constitucionales a través de precedentes y enmiendas creadas durante la historia americana. 
Sin embargo, nuestro país decidió acoger estos dos sistemas, como una suerte de jurisdicción 
paralela, las cuales han mostrado buenos resultados a la actualidad. 
 
La instalación de un nuevo sistema de control concentrado no era cosa fácil, debido a la 
inexperiencia que se tenía sobre su funcionamiento, además, se entiende que aquella debía 
defender el principio de primacía constitucional, figura que no se encontraba recogida en 
nuestro ordenamiento jurídico, cuyo contenido consiste básicamente en el reconocimiento 
legal que la Constitución está por encima de la ley. 
 
A mayor abundamiento, debemos señalar que el principio de primacía constitucional fue un 
precepto transitorio de la Constitución de 1856, que al parecer no se le prestó la debida 
atención y desapareció en las Constituciones posteriores. Posteriormente, con la 
Constitución de 1979, nuestro país acoge el modelo constitucional kelseniano, creando el 
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denominado Tribunal de Garantías Constitucionales. Asimismo, la Carta Política de 1979 
reconoce de forma taxativa en su Artículo 87º el principio de primacía constitucional. 
 
Durante el inicio de sus funciones, el Tribunal de Garantías Constitucionales recibió varias 
críticas debido a sus facultades, sus opositores señalaban que el Tribunal se interponía con 
las labores de administración de justicia que ejercía hasta el momento la Corte Suprema; 
asimismo, se indicaba que por su intervención la Corte había perdido su calidad de Suprema. 
Criticas que con el tiempo se han superado, pero, la historia de este Tribunal ha dejado 
antecedentes importantes para la historia de nuestro país. 
 
El pleno del Tribunal Constitucional estaba conformado por nueve (09) magistrados. Sin 
embargo, posteriormente este número fue reducido. Actualmente, el Tribunal Constitucional 
es un colegiado conformado por 7 magistrados elegidos por el congreso, con un voto 
favorable de dos tercios de los integrantes de este poder del Estado, ha sido establecido en 
nuestra Constitución Política que cuentan con las mismas facultades que los vocales de la 
Corte Suprema y tienen inmunidad al igual que los congresistas. 
 
Este órgano es autónomo, establecido con la finalidad de administrar justicia en materia 
constitucional sin estar subordinado a otro organismo con la finalidad de salvaguardar la 
primacía de la Constitución y los derechos fundamentales de la colectividad. 
 
Por otro lado, según el Artículo 202° de la Constitución Política del Perú son atribuciones 
del Tribunal Constitucional: i) Tomar conocimiento directo de las acciones de 
inconstitucionalidad invocadas. ii) Tomar conocimiento de las resoluciones denegatorias en 
los procesos de garantía constitucional, funcionando este órgano como una última y 
definitiva instancia. iii) Resolver las contiendas de competencia o atribuciones estipuladas 
por la Constitución. 
 
Conforme a lo establecido por el legislador, es importante tomar en cuenta lo señalado por 
el numeral 2 de dicho artículo, puesto que las Sentencias Interlocutorias Denegatorias son 
expedidas solo en las acciones de garantía constitucional, no siendo posible ser expedidos 




El Recurso de Agravio Constitucional. - 
 
El inciso 2 del artículo 202º de la Constitucional Política del Perú de 1993, a la letra 
preceptúa: “Corresponde al Tribunal Constitucional: 2. Conocer, en última y definitiva 
instancia, las resoluciones denegatorias de habeas corpus, amparo, habeas data y acción de 
cumplimiento.” 
 
Por lo tanto, ha quedado establecido taxativamente que una de las competencias de Tribunal 
Constitucional es conocer las acciones de garantía de la libertad en última instancia, siempre 
que la vulneración protestada sea desestimada por la Sala Superior. 
 
Según el artículo 18º del Código Procesal Constitucional, se establece que: es procedente el 
Recurso de Agravio Constitucional cuando la sentencia que lo resuelve es denegatoria, es 
decir, es desfavorable para el supuesto sujeto agraviado, dicho recurso se interpondrá en un 
plazo de diez días hábiles considerador desde el día siguiente de la notificación de la 
resolución de segundo grado. Luego, una vez concedida el recurso por la Sala Superior, el 
Presidente de dicho Colegiado envía los actuados al Tribunal Constitucional. 
 
El recurso de agravio constitucional es un medio impugnatorio de naturaleza excepcional, 
ya que solo puede incoarse bajo los supuestos establecidos en la ley procesal constitucional. 
En primer lugar, procede solo y siempre para la protección de derechos fundamentales en 
sede de los procesos de la libertad. En segundo lugar, tiene un signo negativo, en la medida 
que el justiciable solo puede hacer uso de este medio cuando su pretensión le ha sido 
denegada. (Mesia, 2013, p. 361-362) 
 
Así las cosas, se entiende que este instrumento podrá ser presentado solo por el demandante 
en caso de obtener la negativa por parte del Ad Quem, puesto que el demandado no está 
facultado para invocar dicho recurso, salvo las excepciones que han sido desarrolladas por 
el Tribunal Constitucional, por ejemplo, en los casos de sentencias estimatorias por Tráfico 




Criterios de admisibilidad del Recurso de Agravio Constitucional establecidos 
previamente mediante Sentencia del Tribunal Constitucional signada en el Expediente 
Nº 2877-2005-PHC/TC con calidad de precedente vinculante. - 
 
Mediante esta Sentencia del Tribunal Constitucional, dicho Colegiado realizó un amplio 
desarrollo sobre el Recurso de Agravio Constitucional, debido a las características que 
presentaba dicho proceso. 
 
Mediante una demanda constitucional de Hábeas Corpus, el señor Luis Sánchez 
Lagomarcino Ramírez cuestionaba una resolución que lo declaraba como reo contumaz y 
disponía su captura. La vulneración a su derecho al debido proceso era evidente, debido a 
que se había dictado sentencia sin resolver una excepción de prescripción que había 
presentado. 
 
En esa línea, los juzgados de primer y segundo grado constitucional emiten sentencias a su 
favor, es decir, reconociendo la vulneración de sus derechos por los juzgados ordinarios, sin 
embargo, a pesar de obtener un resultado favorable, este interpuso un Recurso de Agravio 
Constitucional con la finalidad se reconozca que el emplazado cometió de manera dolosa 
delitos de abuso de autoridad. 
 
En consecuencia, el Tribunal Constitucional considero importante desarrollar criterios de 
admisibilidad, tomando en cuenta que manejaban una excesiva carga procesal, realizando 
una comparación con los Tribunales Constitucionales de Estados Unidos, Alemania y 
España. 
 
En ese sentido, al igual que el precedente vinculante dio nacimiento a la emisión de 
sentencias interlocutorias denegatorias, este Colegiado estableció en el fundamento jurídico 
Nº 31 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 2877-2005-PHC/TC: 
 
31. […] Aparte de los requisitos formales para su interposición, se requerirá que el RAC 
planteado esté directamente relacionado con el ámbito constitucionalmente protegido de un 
derecho fundamental; que no sea manifiestamente infundado; y que no esté inmerso en una 




Nótese, que dichos criterios son similares a los establecidos en el Caso Vásquez Romero, sin 
embargo, resaltamos que la novedad fue el requerimiento de la especial trascendencia 
constitucional del caso a analizarse por el Tribunal Constitucional. 
 
Precedente Vinculante. - 
 
El precedente vinculante es una fórmula que es dictada mediante sentencias con calidad de 
cosa juzgada emitidas por los órganos administradores de justicia, dicha figura establece 
criterios de aplicación vinculante aplicables a procesos de naturaleza similar a producirse en 
el futuro, cuyo objetivo es realizar un análisis objetivo e inmediato el pro de la celeridad para 
obtener justicia. 
 
En relación a los presupuestos para establecer precedentes vinculantes por supremo 
intérprete de la Constitución: 
 
No cualquier resolución del Máximo Intérprete de la Constitución adquiere la calidad de 
precedente vinculante, para adquirir dicha característica, debe cumplirse con los siguientes 
presupuestos: 
- Debe tratarse de una decisión del Tribunal Constitucional que tenga pronunciamiento sobre 
el fondo, es decir, que la demanda constitucional no haya sido declarada improcedente por 
una cuestión formal o de admisibilidad. 
- Y, en el tenor de la sentencia misma, se deberá expresar que se está estableciendo un 
precedente vinculante (Quiroga, 2015, p. 59). 
 
Lo señalado supra, ha sido establecido en el artículo VII del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional; asimismo, de conformidad con dicho artículo, el Tribunal 
Constitucional ha dictado una variedad de precedentes vinculantes con la finalidad que los 
criterios establecidos sean aplicados por los distintos órganos administradores de justicia, 
obteniendo así un resultado justo y de acuerdo con la Constitución. 
 
En esa línea debemos destacar que la norma constitucional interpretada a través de un 
precedente vinculante, hace que los fundamentos jurídicos establecidos en su tenor, 
adquieran el mismo rango que la norma constitucional invocada, es decir, estas sentencias 




El Overruling. - 
 
Mediante los precedentes vinculantes el Tribunal Constitucional establece criterios 
jurisprudenciales, que deben ser tomados en cuenta tanto por la jurisdicción constitucional 
y ordinaria. 
 
Sin embargo, el Tribunal Constitucional, así como tiene la prerrogativa de establecer 
precedentes vinculantes de conformidad con el artículo VII del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional, también puede sustituir estos por nuevos, esta técnica es conocida 




El Distinguishing es una fórmula similar al overruling, esta figura consiste en el 
apartamiento de un precedente vinculante, sin embargo, dicha desvinculación no hace que 
el precedente de aplicación obligatoria sin efecto y sea sustituido por otro, sino, consiste en 
la inaplicación de un precedente siempre que sea motivado, ya sea porque el caso en el que 
se invoca, reviste características distintas al caso por el que se generó el precedente antedicho 





El writ of certiorari. - 
 
El certiorari es una fórmula discrecional usada por la Suprema Corte Americana, su creación 
fue producto de la congestión de expedientes provocada en el despacho de dicha corte, ya 
que debido a esta problemática que no solo se presenta en países de este continente, la 
recargada carga judicial puede hacer que un órgano jurisdiccional sea menos eficiente, esto 
es, que no emita resoluciones sustanciosas de conocimiento jurídico, debido a la 




En esa línea no solamente, debemos advertir que no existe país democrático constitucional, 
que no haya sufrido esta problemática, a modo de ejemplo podemos señalar a Argentina, que 
incluyó en su ordenamiento jurídico la misma fórmula, con la finalidad que su Corte 
Suprema puede conocer de los casos que realmente merezcan ser estudiados debido a su 
trascendencia. 
 
Asimismo, otro país cuyo método se parece al nuestro es el España, debido a que dicho país, 
mediante una Reforma a la Ley Orgánica el 2007, incluyó una causal de admisibilidad de 
las Acciones de Amparo, esto es, que el derecho invocado tenga especial trascendencia 
constitucional, cuya figura es del todo importante, puesto que mediante la Sentencia recaída 
en el Expediente Nº 00987-2014-PA/TC, estableció que se emitirá Sentencia Interlocutoria 
Denegatoria cuando el derecho invocado carezca de especial trascendencia constitucional. 
 
La especial trascendencia constitucional. - 
 
Mediante la Sentencia recaída en el Expediente Nº 00987-2014-PA/TC, el Supremo 
Intérprete de la Constitución estableció como precedente vinculante los criterios de 
aplicación para emitir Sentencias Interlocutorias Denegatorias, dentro de este cúmulo de 
presupuestos, hallamos que en su tenor señala que se emitirán este tipo de sentencias, cuando 
la cuestión de derecho contenida en el recurso no sea de especial trascendencia 
constitucional, luego en el fundamento jurídico 50 de dicho precedente se establece que: 
“Existe una cuestión de trascendencia constitucional cuando la resolución resulta 
indispensable para solucionar un conflicto de relevancia o cuando se presente la urgencia de 
una revisión sobre el contenido de un derecho fundamental.” 
 
Sin embargo, hemos apreciado que dicho señalamiento a generado distintas opiniones de 
especialistas en la materia, los cuales consideran a esta institución compleja, debido a que 
no se encuentra una definición objetiva, sobre cuándo es que se configura dicha 
trascendencia, ergo, la entienden como un concepto que da pie a que el Tribunal 
Constitucional decida discrecionalmente que causas procedan a su recinto y cuáles no, 
siendo es así, su aplicación es comparada con la fórmula de writ of certiorari aplicada por 




En ese sentido, verificando el exiguo desarrollo normativo sobre esta figura, es que 
consideramos pertinente recurrir a legislación comparada española. En España, como todo 
órgano de justicia en desarrollo –además de que la jurisdicción constitucional ha sido 
regulada como un sistema de control concentrado-, el Tribunal Constitucional con el pasar 
de los años, aumentó su carga procesal, por lo cual se vio en la necesidad de establecer 
parámetros con la finalidad que las causas que realmente ameriten ser tuteladas lleguen a su 
despacho y las que no sean rechazadas in límine; en esa línea, en el 2007 hubo una reforma 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional Español, por el cual se estableció en su 
Artículo 50.1 b) estableció: 
 
1. El recurso de amparo debe ser objeto de una decisión de admisión a trámite. La Sección, por 
unanimidad de sus miembros, acordará mediante providencia de la admisión, en todo o en parte, 
del recurso solamente cuando concurran todos los siguientes requisitos: 
b) Que el contenido del recurso justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal 
Constitucional en razón de su especial trascendencia constitucional. 
 
En ese sentido, en dicho ordenamiento jurídico al igual que el nuestro, surgió una discusión 
en relación a la indeterminación de una denominación objetiva que permita aplicar dicho 
presupuesto o que permita verificar que por su aplicación una petición de tutela no sea 
incorrectamente rechazada. Luego, debido a tal debate en el ambiente jurídico constitucional 
español, es que provoca la atención del Tribunal Constitucional, que mediante Sentencia 
recaída en el Expediente Nº 155/2009 de 25 de junio de 2009, este Colegiado establece 
algunos supuestos para su identificación y aplicación, los cuales los desarrollaremos en 
capítulos posteriores debido a que su determinación genera una suerte de crítica en relación 
a los demás presupuestos establecidos mediante el precedente materia de investigación. 
 
1.3.- Formulación del problema de investigación 
 
Formular el problema de investigación consiste en materializar dándole forma a las ideas 
que vas creando durante el desarrollo de la estructura del material que estas desarrollando. 
En esa línea, tendremos que plantearnos una pregunta clara como eje central, y a partir de 






¿La emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias vulnera el derecho fundamental a la 
tutela jurisdiccional efectiva? 
 
Problema específico 1: 
 
¿Cuáles son los efectos generados por la creación de las Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias? 
 
Problema específico 2: 
 
¿De qué manera se limita la tutela jurisdiccional efectiva por la emisión de Sentencias 
Interlocutorias Denegatorias? 
 
1.4.- Justificación del estudio 
 
La finalidad de la presente investigación es realizar una crítica a este nuevo instrumento 
creado por el Tribunal Constitucional, enfocándonos en la vulneración a la tutela 
jurisdiccional efectiva por la negación discrecional de revisión de los procesos de garantía 
constitucional recurridos, la limitación al Recurso de Agravio Constitucional que esta ha 
generado y a la carencia de desarrollo normativo y jurisprudencial de sus parámetros. 
Por otro lado, se espera que este material de investigación sirva para la reflexión de los 
operadores del derecho en general.   
 




Los objetivos definen el grado de conocimiento que se pretende alcanzar, orientan el proceso 
investigativo y determinan el camino a recorrer para su logro. (Monje, 2011, p.70) 
 




Objetivo general  
 
Determinar si la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias vulnera el derecho 
fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Objetivo específico 1 
 
Identificar los efectos generados por la creación de las Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias. 
 
Objetivo específico 2 
 
Identificar de qué manera se limita la tutela jurisdiccional efectiva por la emisión de 
Sentencias Interlocutorias Denegatorias. 
 
Supuestos Jurídicos  
 
Cuando planifica cualquier actividad, siempre tiene en mente un resultado deseado. En la 
investigación es igual. Nadie investiga para ver qué encuentra por casualidad, así como nadie 
dispara al aire para ver si mata algún pato. Por el contrario, se investiga para probar ideas, 
para verificar propuestas, para encontrar algunas respuestas sobre problemas interesantes de 
su profesión. Esas respuestas son denominadas “supuestos” (Vara, 2015, p. 180). 
 
Los supuestos jurídicos se refieren a los posibles resultados como consecuencia de los 
cuestionamientos planteados, estos se irán formando al aplicar las técnicas de recolección de 
datos que utilizaremos: la entrevista. 
 
Por lo tanto, nos limitamos a plantear los siguientes supuestos jurídicos: 
 
Supuesto jurídico general 
 
Se vulnera el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva de los justiciables al 




Supuesto jurídico 1 
 
Al crearse las denominadas Sentencias Interlocutorias Denegatorias se establece una 
indebida segunda calificación de procedibilidad del Recurso de Agravio Constitucional. 
 
Supuesto jurídico 2: 
  
La emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias limita el acceso a la jurisdicción 


































2.1. Diseño de investigación 
 
Tipo de estudio 
 
El tipo de estudio es el método que el investigador va aplicar en la formación del cuerpo 
científico de su investigación, para ello deberá recabar información relacionada al tema, para 
luego pasar a analizar los instrumentos a su alcance, con la finalidad de responder dándole 
solución a la problemática planteada en su aporte académico. 
 
El presente aporte académico es una investigación de tipo básica, porque nos va a permitir 
analizar las Sentencias Interlocutorias Denegatorias, las mismas que van a causar la 
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vulneración al derecho fundamental a la tutela jurisdiccional, la cual está relacionada con el 
debido proceso.  
 
Las investigaciones básicas son definidas como el tipo de investigación donde se busca 
desarrollar el conocimiento científico, más no las explicaciones científicas, es decir se 
preocupan por recoger información de la realidad para enriquecer el conocimiento teórico y 
científico (Valderrama, 2013, p. 38). 
 
La investigación básica tiene como objetivo mejorar el conocimiento per se, más que generar 
resultados o tecnologías que beneficien a la sociedad en el futuro inmediato (Tam, Vega y 




El enfoque cualitativo se selecciona cuando el propósito es examinar la forma en que los 
individuos perciben y experimentan los fenómenos que los rodean, profundizando en sus 
puntos de vista, interpretaciones y significados (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 
358). Este tipo de enfoque es idóneo para los investigadores en materia jurídica, puesto que 
te permite profundizar en la temática materia de investigación científica, consolidando así 
una idea que va a ser moldeada, conforme a los datos recabados durante la formación de 
nuestro proyecto de investigación. 
 
Diseño de investigación 
 
Los diseños de investigación son planes y estrategias de investigación concebidos para 




La teoría fundamentada es un diseño perteneciente a la investigación cualitativa, cuya 
particularidad nos permite desarrollar la interpretación de los medios de información 





La teoría fundamentada es un diseño y un productor. El investigador produce una 
explicación general o teoría respecto a un fenómeno, proceso, acción o interacciones que se 
aplican a un contexto concreto y desde la perspectiva de diversos participantes (Vara, 2015, 
p. 472). 
 
2.2. Métodos de muestreo 
 
Caracterización de sujetos:  
Los sujetos que colaboraran con el presente aporte académico, participaran en una entrevista 

















- Con más 5 años de 
experiencia en el sector 
justicia. 
 
Los miembros del Tribunal 
Constitucional son 
profesionales idóneos, 
críticos por naturaleza, 
debido a que conviven a 








- Profesionales en 
derecho, abogados 





- Con más de 3 años de 
experiencia en el sector 
justicia. 
 
Los profesionales en 
derecho que aportaran con 
el presente proyecto, son 
especialistas en el tema, 
puesto que se encuentran a 
diario con el tema materia 





Para elegir a los sujetos a entrevistar se tomó en cuenta la experiencia profesional relacionada 
a la temática que es materia de estudio, es decir, el ejercicio de la abogacía en materia 
constitucional. Asimismo, se tomó en consideración a los profesionales que laboran en el 
Tribunal Constitucional, debido a que en dicha entidad es donde surge la aplicación de esta 
novísima figura jurídica. En ese contexto, se ha preferido extraer información por medio de 
entrevistas a ex magistrados y asesores jurisdiccionales del Tribunal Constitucional y a 
operadores del derecho que poseen reconocimiento como especialistas en derecho 
constitucional. 
 
Individualización de sujetos 
 
Con la finalidad de demostrar la credibilidad de la información obtenida mediante las 
entrevistas, se ha elaborado una ficha para cada colaborador. La ficha mencionada está 






Cuadro N° X: Individualización de Sujetos 





Asesoría Legal y Defensa Procesal S.A.C. 
Abogado - Socio Fundador 
Formación: 
Abogado por la Pontificia Universidad Católica del Perú, con estudios de 
Maestría en Investigación Jurídica, doctorando en la Universidad Nacional de 
Rosario de Argentina. 
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Pontificia Universidad Católica del Perú 
Docente / Ex Presidente del Tribunal Constitucional 
Formación: 
Abogado por la Pontificia Universidad Católica del Perú, Doctor en Derecho 
por la Universidad Alcalá de Henares, España, y Postdoctorado en el Instituto 
de Estudios Europeos Comparado en la Universidad de Bayreuth y en el Max-
Planck-Institut de Heidelberg, Alemania. 





Asesoría Legal y Defensa Procesal S.A.C. 
Abogado - Socio 
Formación: 
Abogado por la Universidad Tecnológica del Perú, con estudios de Maestría 
en Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica del Perú, 
Maestrando en la Universidad Carlos III de Madrid. 





Asesoría Legal y Defensa Procesal S.A.C. 
Abogada 
Formación: 
Abogada por la Universidad Nacional de Trujillo y maestrando en Derecho 
Constitucional en la Pontificia Universidad Católica del Perú. 





Estudio Jurídico Gerardo Eto Cruz 
Abogado - Socio Fundador // Ex Magistrado del Tribunal Constitucional 
Formación: 
Abogado por la Universidad Nacional de Trujillo, Doctorado en Derecho 
Público en la Universidad de Santiago de Compostela, España. 





Pontificia Universidad Católica del Perú 
Docente de Derecho Constitucional 
Formación: 
Abogado por la Universidad de San Pedro, con estudios de Maestría en 
Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica del Perú. 
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Asesoría Legal y Defensa Procesal S.A.C. 
Abogado 
Formación: 
Abogado por la Universidad Tecnológica del Perú, con estudios de Maestría 
en Derecho Empresarial en la Universidad Nacional Federico Villareal. 








Abogado por la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, con estudios de 
Maestría en Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica del 
Perú. 








Abogado por la Universidad de Buenos Aires, con estudios de Maestría en 
Derecho y Doctorado en Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad 
Católica del Perú. 
Experiencia: 24 años de experiencia 
 
Población y muestra 
 
Para cumplir con los objetivos planteados en una tesis, se necesitan informantes o fuentes de 
información, estos son denominados la población, la cual está conformada por el conjunto 
de los sujetos a investigar. Por otro lado, la muestra es el conjunto de casos extraídos de la 
población (Vara, 2015, p. 261). 
 
En ese sentido, es menester advertir que nuestra población estará conformada por 5 
especialistas en la materia (cuyo ejercicio es desarrollado en distintos lugares del Perú), que 
serán escogidos según su experiencia y conforme han sido señalados en la sección 2.3. 




2.3. Rigor científico. - 
 
El rigor científico está conformado por aquellas reconstrucciones teóricas y por la búsqueda 
de coherencia entre las interpretaciones. Durante toda investigación cualitativa se pretende 
realizar un trabajo de calidad que cumpla con el rigor de la metodología de la investigación 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 453). 
 
Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
 
La recolección de datos es una etapa que busca llevar la estrategia de organizar información 
que tiene que ver con la planificación del estudio donde se requiere seleccionar, aplicar el 
instrumento y procesar la información (Bernal, 2010, p. 411). 
 
Las técnicas de recolección de información que se utilizaran durante el desarrollo de la 




Las técnicas de recolección de datos son procesos de actuación específica, siendo estas 
recogidas de información relacionada con el método de investigación utilizado en el presente 
proyecto. 
 
La utilización de unas técnicas u otras dependerá del marco de investigación a realizar. La 
aplicación mecánica de unas técnicas en función del paradigma adolece de un excesivo 
simplismo y dificulta el proceso de investigación, dando lugar a veces a la aparición de 




Las entrevistas son métodos de recolección de datos que te ayudan a obtener información a 
través de la interacción que tiene el investigador con personas especialistas en el tema de 




La ventaja esencial de la entrevista reside en que son los mismos actores sociales quienes 
proporcionan los datos relativos a sus conductas, opiniones, deseos, actitudes y expectativas, 
cosa que por su misma naturaleza es casi imposible de observar desde fuera. Nadie mejor 
que la misma persona involucrada para hablarnos acerca de todo aquello que piensa y siente, 
de lo que ha experimentado o proyecta hacer (Behar, 2005, p 55). 
 
Análisis de documentos 
 
Este tipo de modalidad para la recolección de datos expresa se usa y se analiza para la 
elaboración del marco teórico del tema de trabajo de investigación (Bernal, 2000, p.194). 
 
En efecto, se analizará instrumentos como guías de preguntas de entrevistas, cuadro 
comparativo, fichas de registro, celular con cámara grabadora y sentencias del Tribunal 




Es la pertinencia de identidad de los instrumentos que tienen como propósito medir, es decir 
es el efecto que se obtiene de la habilidad, modo y beneficio que asegura medir (Reyes y 





2.4. Análisis cualitativos de los datos. - 
 
La elección de los métodos de análisis de datos específicos dependerá de la finalidad de la 
evaluación de impacto y del tipo de preguntas clave de evaluación intrínsecamente 
relacionadas (Peersman, 2014, p. 5). La palabra analizar significa descomponer un todo en 
partes más pequeñas para un estudio más minucioso […] El análisis de datos surge del marco 




Unidades Temáticas. - 
 
Las unidades temáticas que se clasifican en los temas y subtemas generados del tema materia 
de investigación, ya que en este se produce el fundamento trascendental y el vínculo que 
guarda con el título del presente proyecto. 
 
La identificación de las unidades temáticas es de trascendental ayuda, debido a que esta nos 
va a ayudar separar en una suerte de cuerdas, las subcategorías que van a ser desarrolladas 
















Nos encontramos ante esta 
incidencia, cuando se 
impide el acceso a la 
justicia, por el cual la 
persona queda en un estado 
de indefensión al no poder 
invocar mecanismo de 
tutela alguna. 
 
- La tutela jurisdiccional 
efectiva como derecho 
fundamental. 
 
- Mecanismos de tutela 
constitucional. 
 
- La vulneración a la 
tutela jurisdiccional 












Este tipo de instrumento 
judicial es emitido por el 
Tribunal Constitucional, 
cuando este colegiado 
advierte que la causa 
invocada se subsume en una 
de las causales establecidas 
 









 en el fundamento 49 del 
precedente vinculante 




2.5. Aspectos éticos. - 
 
Según la Real Academia Española, la ética es el 
conjunto de normas morales que rigen la conducta de lapersona en cualquier ámbito de la 
vida. 
 
En ese sentido, debemos a entender a la ética como una institución que proviene de la moral, 
cuyo génesis se relaciona con los valores practicados por la persona humana. 
 
El ejercicio de la investigación científica y el uso del conocimiento producido por la ciencia 
demandan conductas éticas en el investigador y el maestro. La conducta no ética no tiene 
lugar en la práctica científica de ningún tipo. Debe ser señalada y erradicada. Aquél que con 
intereses particulares desprecia la ética en una investigación corrompe a la ciencia y sus 
productos, y se corrompe a sí mismo (Gonzáles, 2002). 
 
Ahora bien, conforme a lo establecido en la guía del estudiante de la Universidad César 
Vallejo al desarrollar la presente investigación debo manifestar que la información utilizada 
para este fin es veraz, cumpliendo así con los valores científicos y morales que la casa de 




























En este capítulo realizaremos el estudio de los resultados obtenidos, mediante un trabajo 
comparativo entre la información obtenida y las desarrolladas por otros investigadores y 
especialistas de la materia, de tal forma que podamos representar una crítica de la institución 
materia de investigación desde nuestra perspectiva y la de los colaboradores. Asimismo, en 




Como primera regla, la presentación de los resultados debe estar organizada según los objetivos 
de la investigación. En efecto, para presentar sus resultados de investigación, debe organizarlos 
en función de sus objetivos planteados. (p. 488) 
 
En efecto, resulta importante establecer correctamente nuestros objetivos para poder aplicar 
los instrumentos de recolección de datos que vamos a utilizar, de manera que no existan 
cambios a último minuto que desemboquen un cambio sustancial en la investigación que 
pueda tornarla en incoherente o insuficiente por no arreglar adecuadamente los resultados 
que hemos obtenido a través de la información recolectada. 
 
Por otro lado, el metodólogo Abello (2009) afirma que exponer claramente los objetivos que 
persigue el material de investigación, permite discriminar con exactitud las metas y los 
resultados concretos a los que se pretende llegar con dicho estudio. 
 
Asimismo, la institución colombiana Colciencias (2002) ha señalado que para la 
delimitación de los resultados conviene que exista una relación directa con los objetivos del 
proyecto, pero también es importante tener en cuenta las capacidades del investigador y su 
grupo, la infraestructura física e investigativa existente y los medios con los cuales se 
dispone.  
 
Ahora bien, en las siguientes líneas analizaremos la información obtenida durante la 





3.1. Análisis de los resultados de las entrevistas. - 
 
La información a mostrar en este punto, ha sido obtenida mediante la aplicación de 
entrevistas a especialistas en derecho constitucional, ya que consideramos que la 
información a desarrollar en esta sección es primordial debido a la crítica desarrollada por 
la doctrina frente a esta figura novísima, que genera un margen de duda al debilitar la 
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verdadera misión del Tribunal Constitucional, esto es, la tutela de los derechos 
fundamentales de las personas. 
 
A continuación, la estructura de las fichas de entrevistas aplicadas a los colaboradores de la 
presente investigación. 
 
Gráfico Nº 3: Esquema de la ficha de entrevista 
 
 Fuente: Elaboración propia (2017) 
 
En líneas posteriores, pasaremos a exponer la data obtenida a través de este instrumento. 
 
3.2. Análisis de la fuente jurisprudencial. - 
 
El análisis de la fuente jurisprudencial es un instrumento de recolección de datos que consiste 
en el resultado obtenido mediante el análisis de casos que de alguna manera se relacionan 
con el tema materia de estudio. En tal sentido, realizaremos el análisis de las fuentes 
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jurisprudenciales relacionas al objeto de la investigación, ello a fin de apoyar la confiabilidad 
del estudio. 
 
Gráfico Nº 4: Jurisprudencia Sistematizada 





Exp. Nº 2877-2005-PHC/TC 
Tribunal Constitucional 
 
Se establece el primer antecedente 
que considera establecer requisitos 






Exp. Nº 00987-2014-PA/TC 
Tribunal Constitucional 
 
Se desarrolla un precedente 
vinculante que fija criterios de 







Sentencia Nº 155/2009 
Tribunal Constitucional 
 
A través de esta sentencia se 
desarrollan los criterios para la 
aplicación del requisito de especial 
trascendencia constitucional 
 
3.3. Comprobación de los supuestos. - 
 
La comprobación de supuestos es una técnica que exige plasmar la información obtenida a 
través de la aplicación de los métodos de recolección de datos, y luego realizar el análisis de 
la data conseguida de acuerdo a las similitudes en mayoría que se pueda obtener de los 
sujetos especialistas que aportaron con la investigación, el análisis casuístico desarrollado y 
el marco teórico de la presente investigación. 
 
En esa línea, a efectos de obtener un resultado veraz aplicaremos la siguiente técnica: 
 




Fuente: Elaboración propia (2017) 
 
Ahora bien, pasaremos a plasmar los datos obtenidos de los instrumentos (Ficha de 
Entrevista y Guía de Análisis Documental) aplicados a fin de obtener hallar los supuestos 
ofrecidos. 
 
PROBLEMA GENERAL. - 
 
El problema general de la investigación cuestiona: ¿La emisión de sentencias interlocutorias 
denegatorias vulnera el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva? En tal 
sentido, aplicamos los siguientes instrumentos de recolección de datos: 
 
a. FICHA DE ENTREVISTA: En este instrumento desarrollamos preguntas relacionadas 








Quiroga (2018) señala que el sistema llamado Sentencias Interlocutorias tiene un nombre 
equívoco, porque en el derecho procesal dicha institución es otra cosa, es decir, es una mala 
concepción, que intenta crear una suerte de admisibilidad del Recurso de Agravio 
Constitucional, que no está previsto en la Constitución, por lo tanto, choca con los 
parámetros constitucionales. 
 
Landa (2018) menciona que la Sentencia Interlocutoria es una fórmula nueva instaurada por 
el Tribunal Constitucional para rechazar in límine los asuntos que son analizados bajo su 
competencia. Sin embargo, considero que la denominación usada es equívoca, debido a que 
el concepto interlocutorio ha sido utilizado para utilizado para referirse a sucesos que se dan 
durante el desarrollo de un proceso contencioso, es decir, durante una contención judicial, 
no como un método de negación de justicia. 
 
Pineda (2018) destaca que es aquella resolución (auto) del Tribunal Constitucional por el 
que se realiza un examen de admisibilidad del recurso de agravio constitucional en contraste 
con los cuatro requisitos de procedencia impuesto en la sentencia Vásquez Romero a efectos 
que, si pasa el denominado “filtro”, pueda designarse una fecha de vista de causa con miras 
a obtener un pronunciamiento de fondo la petición constitucional.  
 
Ramírez (2018) menciona que, según el precedente vinculante del Tribunal Constitucional 
estas son resoluciones que califican la procedencia del Recurso de Agravio Constitucional, 
una adicional y distinta a la realizada por las Salas Superiores que conceden el Recurso en 
los procesos de garantía. Sin embargo, en la doctrina procesal se entiende por sentencia 
interlocutoria a las resoluciones intermedias del proceso, distintas a la sentencia final, que 
resuelven un incidente. Por tanto, hay una utilización errónea del nombre de estas 
resoluciones en el precedente vinculante, pues propiamente se trataría de auto calificatorio 
del Recurso de Agravio Constitucional según las causales que establece el precedente, para 
que posteriormente pueda ser revisado por el pleno. 
 
Eto (2018) destaca que esta es una fórmula creada el Tribunal Constitucional para declarar 
improcedentes las causas de tutela de derecho. Lo lamentable, es que ha sido establecida con 
una denominación errónea, efectuada con la mención de sentencia, cuando se le pudo 
denominar resolución interlocutoria. Al llamársele sentencia, se supone que esta debe tener 
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una parte introductoria, considerativa y resolutiva. Sin embargo, este tipo de resolución no 
puede ser llamada sentencia debido a la carencia de su parte considerativa, extremo que la 
estructura de toda sentencia contiene. 
 
Díaz (2018) señala que en los inicios de su vida profesional ejerció la profesión como 
abogado litigante y en aquellos años (entre el 2005 y el 2011) nunca había oído sobre el 
concepto que fue empleado por el Tribunal Constitucional (TC) en el precedente del caso 
Vásquez Romero. Asimismo, indica que entiende que el TC ha señalado en el precedente 
antes aludido: una resolución que denominada sentencia interlocutoria declara improcedente 
el recurso de agravio constitucional formulado en el marco de un proceso de amparo, hábeas 
corpus, hábeas data o cumplimiento, sin mayor trámite más que la sola consideración de que 
dicho recurso no se ajustaría a los requisitos establecidos en el propio precedente. 
 
Yañez (2018) señala que la Sentencia Interlocutoria es una figura que se venía planeando 
desde hace muchos años, debido a la sobrecarga que posee el Tribunal Constitucional. Esta 
es una institución novísima que niega de plano sin necesidad de que el Tribunal 
Constitucional desarrolle los criterios que utiliza para su decisión denegatoria. 
 
Sáenz (2018) señala que la Sentencia Interlocutoria es un nuevo instrumento procesal de 
rechazo liminar instaurado por el Tribunal Constitucional, inspirado en aquellos casos que 
se elevan ante el pleno constitucional cuando estos no contienen razones suficientes para 
buscar la tutela de derechos fundamentales. Por su lado, ha sido criticado debido a su 
excesivo uso, ya que fue establecido para aplicarlos en casos en donde a todas luces no exista 
agravio de derechos, sin embargo, su uso se ha tornado excesivo, injusto y arbitrario. 
 
Sar (2018) afirma que el Tribunal Constitucional en el precedente 987-2014, fija una serie 
de criterios en relación con la procedencia del Recurso de Agravio Constitucional, el cual 
dice que hay cuestiones que no ameritan llevar a cabo una vista de la causa ante el Tribunal 
y fija cuatro supuestos de improcedencia del Recurso de Agravio Constitucional. La 
sentencia interlocutoria es entonces, el auto en el que se recoge esa decisión de 
improcedencia del Recurso de Agravio Constitucional, solo que no es una sentencia que se 
pronuncia sobre el fondo, sino esta se pronuncia sobre una cuestión de procedencia del 




¿Cuál cree que fue la justificación para la creación de las denominadas Sentencias 
Interlocutorias Denegatorias? 
 
Quiroga (2018) señala que la justificación de la creación de este sistema es evitar el análisis 
de causas que no deben ser admitidas por el Tribunal Constitucional. 
 
Landa (2018) destaca que su justificación es la disminución de trabajo, es decir, evitar el 
análisis de procesos constitucionales que no merecen ser revisados. Por otro lado, debe 
destacarse que su objetivo se ha alterado al sobreponerse la disminución de la carga procesal 
restando importancia a la protección de los derechos fundamentales. 
 
Pineda (2018) señala que se entendería que la finalidad de dicho precedente vinculante fue 
la de: 1) aligerar la carga procesal la que actualmente viene afrontando el Tribunal 
Constitucional y, como consecuencia de ello, 2) hacer que los procesos de jurisdicción de la 
libertad sean efectivamente unos recursos: rápidos, sencillos y efectivos.  
 
Ramírez (2018) menciona que la principal justificación del Tribunal Constitucional es la 
excesiva carga procesal aunada a que muchos de los procesos carecen de relevancia 
constitucional. Ello conllevaría a que los esfuerzos y recursos del Tribunal se desvíen y se 
descuiden o no se resuelvan las causas más urgentes de tutela. Lo cierto es que a partir de su 
vigencia la mayoría de recursos de agravios se han rechazado (se afirma que más del 50%), 
disminuyendo la carga procesal considerablemente, sin embargo, aún hay retraso y demora 
en resolver causas. 
 
Asimismo, considera que esta justificación, más práctica que fundada en derecho, es 
contrario al rol garantista que debe exhibir el Tribunal Constitucional en los procesos de 
garantías destinados a proteger derechos fundamentales. Asimismo, la carga procesal es un 
mal que afecta no solo al Tribunal Constitucional, sino al Poder Judicial y algunos entes 
administrativos y no por ello se crean mecanismos para rechazarlos de plano. 
 
Eto (2018) destaca que esta fórmula se encuentra justificada en la sobre carga procesal a 
cargo del Tribunal Constitucional. Su objetivo principal es la disminución de la labor 
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jurisdiccional excusándola con la fijación de criterios de improcedencia del Recurso de 
Agravio Constitucional, a fin de que no sea vista como una decisión arbitraria. 
 
Díaz (2018) considera que solo ha sido una forma mediante la cual el Tribunal Constitucional 
aligera su carga procesal, ya que, para evitar hacer un estudio más profundo de los casos, 
simplemente los rechaza indicando que no cumplen los requisitos establecidos en el propio 
precedente, especialmente aquél que exige que el caso revista una “especial trascendencia 
constitucional”. 
 
Yañez (2018) señala que su justificación radica la búsqueda de erradicar la sobrecarga 
procesal, la cual se manifiesta creciente al pasar los años. Asimismo, otra justificación es el 
mal uso que se le viene dando a la jurisdicción constitucional pensando que esta es una suerte 
de instancia extraordinaria. 
 
Sáenz (2018) señala que la creación de la Sentencia Interlocutoria encuentra como 
justificación evitar la producción de más carga procesal, ello debido a que la cantidad de 
procesos a cargo del Tribunal Constitucional se ha incrementado de manera significativa 
durante los últimos años, además se trató de establecer un filtro de admisibilidad para negar 
las causas constitucionales que no debían ser revisadas, a fin de prestar mayor atención a los 
procesos que realmente necesitan ser vistos con urgencia. 
 
Sar (2018) manifiesta lo siguiente: Esto es bien sencillo, piensa en lo siguiente: el Tribunal 
ha dicho decenas y centenares de veces que para acreditar enfermedad profesional no basta 
para comprobarla la presentación de un simple certificado médico, sino que se requiere un 
certificado médico de comisión de ESSALUD, entonces, ¿tenemos que resolver 110,000 
casos iguales?, ¿para eso necesitamos fijar una vista de la causa? o ¿se puede resolver de 
modo directo porque ya dijimos que tiene que traer un certificado médico de comisión de 
ESSALUD?. Hemos dicho 110,000 veces que la Ley de la Carrera Magisterial no resulta 
discriminatoria ¿Tenemos que fijar la vista de la causa para decir las 110,000 veces lo 
mismo? Tenemos casos en los que por ejemplo, el demandante invoca que se interponga un 
habeas corpus a favor de la “Rata Presidente”, esto es a favor de un roedor; asimismo, 
tenemos casos en el que el demandante pretende que se le restablezca su estado físico, 
atlético y fornido; tenemos casos como el de Vásquez Romero, en donde la demandante dice 
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que la resolución judicial en donde se le ordena pagar una deuda de obligación de dar suma 
de dinero, resulta un crimen de lesa humanidad ¿es necesario fijar una fecha de vista de la 
causa? o ¿es perder el tiempo discutir si una resolución que ordena pagar una suma de dinero 
constituye delito de lesa humanidad? Yo creo que no debe ser revisado el recurso. En eso se 
basa el fundamento de las sentencias interlocutorias, no perder el tiempo en los asuntos 
triviales, en los asuntos repetidos, en los asuntos contrarios a un precedente o en los asuntos 
que carecen de fundamentación, esos son los fundamentos que justifican las sentencias 
interlocutorias. 
 
¿Considera que las Sentencias Interlocutorias Denegatorias niegan u obstaculizan 
a las personas el acceso a la jurisdicción constitucional? 
 
Quiroga (2018) señala que el dictado de Sentencias Interlocutorias Denegatorias produce 
efectos negativos, debido a que es una expresión de negación frente al justiciable. En tal 
contexto, se puede concluir que el solo hecho de pasar por una suerte de filtro, ya viene a ser 
un obstáculo de acceso a la justicia impartida por el Tribunal Constitucional. 
 
Landa (2018) destaca que desde la creación de las denominadas Sentencias Interlocutorias 
se generó un obstáculo procesal a los justiciables. En la actualidad, la procedibilidad del 
Recurso de Agravio Constitucional no depende solo de la evaluación del Poder Judicial, 
sino, este debe ser sometido a un juicio formal, por el cual se verifica el cumplimiento de los 
requisitos formales establecidos en el precedente Vásquez Romero. 
 
Pineda (2018) considera que las sentencias interlocutorias obstaculizan el acceso a la 
jurisdicción constitucional del justiciable por cuatro motivos, el primero de ellos porque no 
se permite obtener un pronunciamiento concienzudo en el análisis del recurso de agravio 
constitucional por parte del pleno del Tribunal Constitucional, relegándose su estudio solo a 
tres magistrados de una de las dos salas que la integran y la segunda  es que, a pesar de ser 
un proceso de jurisdicción de la libertad, se deja de lado, o es restado de importancia, la 
observancia del principio de intermediación y la posibilidad de conocer en una vista de 
causa, y en viva voz, la afectación constitucional sufrida, el tercer motivo es porque, a pesar 
de ser un órgano de cierre, quien en última instancia decida una causa constitucional, no 
procede a realizar un análisis de fondo del recurso de agravio, finalmente, y como cuarto 
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motivo, dos de los requisitos del citado procedente son de mera formalidad y aplicación 
mecánica, no interesando el contexto por el cual el justiciable, quizá, haya podido ser 
consciente de ello y pretender obtener un pronunciamiento en contrario  (de fondo) por parte 
del Tribunal Constitucional y, los otros dos, son sumamente ambiguos, podría decirse 
indeterminados, en la medida que la trascendencia constitucional y la fundamentación 
constitucional que en ella recae, dependerán de cada caso en concreto por el que, en un 
pronunciamiento de fondo, se deba de llegar a descubrir y no en un análisis liminar de 
admisibilidad.  
 
Ramírez (2018) indica que, conforme a la Constitución, las personas que no encuentran 
amparo en el Poder Judicial en las acciones de garantía pueden acceder al Tribunal 
Constitucional -en tanto órgano de control y supremo intérprete de la Constitución- con el 
solo cumplimiento de los requisitos que establece la propia Constitución y el Código 
Procesal Constitucional, esto es, el plazo de interposición y que las resoluciones sean 
denegatorias. Ampliar estos supuestos de procedencia es evidentemente una restricción de 
acceso al Tribunal, lo dificulta, pues solo tres miembros del Tribunal, mediante un análisis 
superficial determinan la procedencia o no del recurso, sin entrar a conocer el fondo, pero 
en ese análisis y en su afán de aligerar la carga muchos pueden ser rechazados pese a merecer 
atención y un análisis más profundo para su resolución. 
 
Eto (2018) menciona que, en efecto, la creación de las Sentencias Interlocutorias es un 
obstáculo para los justiciables, esto se debe al establecimiento de nuevas causales de 
procedencia, ello supone, que el justiciable debe argumentar los motivos por los que las 
causas elevadas ante el pleno no se encuentren sumergidas dentro de las causales de 
improcedencia fijadas. 
 
Díaz (2018) indica que antes que negar el acceso a la jurisdicción constitucional, dado que 
el caso se ha ventilado en dos instancias en el Poder Judicial, lo que niega es el acceso a un 
pronunciamiento sobre el fondo de la controversia por parte del TC, ya que al declararse 
improcedente el recurso de agravio constitucional con la sentencia interlocutoria el TC no 




Yañez (2018) señala que al crearse una nueva fórmula para someter a exámenes de 
procedibilidad a los Recursos de Agravio Constitucional, es notable que se obstaculiza el 
acceso a la jurisdicción constitucional, ya que los justiciables no solo deberán preocuparse 
por manifestar el hecho o la omisión que transgredió su derecho, sino también, deberá 
preocuparse por cumplir los preceptos establecidos a fin de ser atendido por el Tribunal 
Constitucional.  
 
Sáenz (2018) advierte que es de aquellos que piensan que el nacimiento de una técnica como 
la sentencia interlocutoria denegatoria, efectivamente niega el derecho a la tutela 
constitucional del justiciable, porque entiende que definitivamente la calificación del 
Recurso de Agravio Constitucional, la hizo el Poder Judicial, y si este por mandato del propio 
ordenamiento jurídico, estableció la improcedencia del recurso, nada tiene que hacer el 
Tribunal Constitucional. Crear un filtro que la Constitución no establece ni el Código 
Procesal Constitucional lo señala. Evidentemente, es un despropósito y es bastante opinable 
la postura asumida por el Tribunal Constitucional, más allá de que se haya tratado de 
materializar a través de un precedente constitucional vinculante. 
 
Sar (2018) reconoce que, al denegar el Recurso de Agravio Constitucional, claramente 
deniegan el acceso al Tribunal Constitucional. Pero dicha denegación es por falta de 
relevancia constitucional del recurso, esto se trata de una materia que no resulta 
constitucionalmente relevante; asimismo, cuando cumple cualquiera de los supuestos 
detallados. Ahora bien, usted podría discutir si lo que se debe rechazar es el recurso o la 
pretensión, esto podría ser discutido, pero lo cierto es que no todas las cuestiones que llegan 
al Tribunal Constitucional requieren una vista de la causa, puede excluirse la procedencia de 





¿Considera que los requisitos establecidos para la emisión de Sentencias 




Quiroga (2018) señala que no es verdad que sea el único que lo aplica, porque también lo 
hace la Corte Suprema cuando admite o deniega una casación. Lo que pasa, es que las 
razones son diferentes, pero, lo que ha hecho el Tribunal Constitucional justamente es 
asemejarse a una Corte de Casación con cierto nivel de discrecionalidad, al reservarse el 
derecho de admitir o no un Recurso de Agravio Constitucional. 
 
Landa (2018) considera que no deben las Sentencias Interlocutorias Denegatorias no deben 
ser aplicadas por el Poder Judicial porque sería un peligro procesal que afectaría no solo el 
derecho a la tutela jurisdiccional, sino, podrían avasallarse una infinidad de derechos 
fundamentales. Por otro lado, dicha decisión sería sumamente arbitraria, porque se estaría 
legislando causales adicionales a las que encontramos en el Artículo 5º del Código Procesal 
Constitucional. 
 
Pineda (2018) señala que no, porque además de las razones ya dadas en la respuesta anterior, 
lo cierto es que, en primera instancia, en virtud del Artículo 5° del Código Procesal 
Constitucional, tanto el juez de primera instancia, como el superior en grado, tienen la 
facultad del rechazo liminar o la confirmación de ese rechazo sobre la admisibilidad de la 
demanda. Entonces, además de no ser ya necesario ni pertinente, el mismo Poder Judicial 
tiene un mecanismo en particular que le permite calificar la demanda o el recurso de 
apelación en caso sea denegatoria la resolución de admisión a trámite de la demanda. 
 
Ramírez (2018) señala que el Poder Judicial no debe aplicar estos criterios, en tanto el 
precedente está claramente dirigido a coordinar la labor del Tribunal Constitucional por 
medio de sus dos salas. El Poder Judicial no debería utilizar dicha técnica porque su 
expedición va en contra del principio constitucional de interdicción de la arbitrariedad, es 
más, si el precedente permitiera su uso por los órganos de este poder, podría ser fácilmente 
cuestionable por tratarse de una figura inconstitucional en todos sus extremos. Asimismo, 
debemos resaltar que el Artículo 5° del Código Procesal Constitucional establece las 
causales de improcedencia de los mecanismos de tutela de derechos, entonces, si se quisiese 
establecer una nueva causal sería más saludable estatuirla en dicho cuerpo normativo. Y en 
tanto sean causales que restringen el derecho al acceso a la justicia no cabría realizar 




Eto (2018) señala que el Poder Judicial no puede emitir este tipo de sentencias porque estas 
han sido diseñadas para ser aplicadas solamente por el Tribunal Constitucional, ya que el 
análisis va dirigido a declarar la procedencia del Recurso de Agravio Constitucional, facultad 
que solo le pertenece al Tribunal. 
 
Díaz (2018) afirma que en principio un precedente del Tribunal Constitucional debe 
cumplirse en base a los términos establecidos por el propio Colegiado. En dicho sentido, el 
precedente Vásquez Romero no contempla que la sentencia interlocutoria denegatoria sea 
emitida por los jueces constitucionales del Poder Judicial. Y ello por dos razones:  
 
i) En virtud al principio de legalidad procesal, el artículo 18° del Código Procesal 
Constitucional no establece que el recurso de agravio constitucional sea calificado en su 
admisibilidad o procedencia por el Poder Judicial, de ahí que “concedido el recurso, el 
Presidente de la Sala remite al Tribunal Constitucional el expediente dentro del plazo 
máximo de tres días”; y, 
  
ii) El fundamento 48 del citado precedente señala que: “A fin de optimizar adecuadamente 
el derecho a la tutela procesal efectiva, el Tribunal considera indispensable en esta 
ocasión explicitar los supuestos en que, sin más trámite, emitirá sentencia interlocutoria 
denegatoria, estableciendo el precedente vinculante que se desarrolla en el siguiente 
fundamento” (negrita y subrayado nuestros), entonces ¿quién emitirá la sentencia 
interlocutoria? El propio TC. 
 
Yañez (2018) considera que el Poder Judicial no puede emitir Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias, simplemente porque este no se encarga de revisar la procedibilidad del 
Recurso de Agravio Constitucional. 
 
Sáenz (2018) señala que las Sentencias Interlocutorias Denegatorias han sido establecidas 
para emitirse solamente por el Tribunal Constitucional, en consecuencia, es un imposible, 
imaginar que el Poder Judicial pueda aplicarlo. Ahora si los supuestos establecidos en el 
precedente que crea tal sistema se establecieran en el Código Procesal Constitucional, el 
Poder Judicial podría aplicar dichos criterios, se estaría emitiendo una suerte de Sentencia 




Sar (2018) indica que no cree que deban ser aplicadas por el Poder Judicial, esto parece más 
bien un autoprecedente, pues no todo precedente está dirigido hacia afuera, hay algunos 
precedentes que están dirigidos hacia adentro. El Tribunal norma como va decidir los casos 
futuros, entonces, me da la sensación que este no es un precedente orientado a guiar el 
proceso en el Poder Judicial, sino a fijar las reglas de procedencia del Recurso de Agravio 
Constitucional en sede del Tribunal Constitucional.  
 
Asimismo, afirma que queda claro que existe la particularidad de acuerdo con el Artículo 
18º del Código Procesal Constitucional, que el Recurso de Agravio Constitucional llega al 
Tribunal Constitucional, ya concedido, a diferencia de lo que sucede con la casación. Es 
decir, usted interpone el Recurso de Casación, eso llega a la Corte Suprema, esta califica 
dicho recurso y decide si procede o no procede. El Tribunal Constitucional no tiene esa fase 
de calificación del recurso, este Tribunal lo recibe calificado, entonces, me parece que el 
precedente Vásquez Romero fija unas reglas que son adecuadas para esta calificación del 
recurso que carece de relevancia constitucional.   
 
¿Cree usted que los supuestos establecidos para la emisión de Sentencias 
Interlocutorias Denegatorias deben ser reformulados? 
El profesor Quiroga (2018) señala que el tema de las Sentencias Interlocutorias Denegatorias 
debería eliminarse de nuestro ordenamiento jurídico constitucional. Opina que el Tribunal 
Constitucional debería volver a su fuero, el cual permite que todos los Recursos de Agravio 
Constitucional sean resueltos pronunciándose sobre el fondo del asunto. Además, cree que 
es verdad, que algunos son parecidos a otros, y para ello hay una plantilla, pero todos los 
Recursos de Agravio Constitucional merecen ser vistos por el Tribunal Constitucional, y no, 
que este practique una discriminación discrecional respecto de las causas que va o no va a 
ver, porque eso no tiene sustento en la Constitución. 
 
Landa (2018) considera que no se trata de una reformulación, estos presupuestos de 
denegación establecidos deben ser fundamentados de forma suficiente, justamente el 
problema radica en la incertidumbre que se tiene sobre la comprensión cabal de cada uno. 
Asimismo, se considera que la propia resolución no está debidamente motivada, ¿Cómo un 
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precedente constitucional puede establecerse como tal, cuando no se fundamenta bien de qué 
manera se va aplicar y cuáles son los límites de su ejecución? A partir de tal cuestionamiento, 
considero que debe establecerse un nuevo precedente constitucional. 
 
Pineda (2018) considera que, en sí, dicha sentencia debería ser dejada sin efecto mediante 
otro precedente vinculante y remitirse, en todo caso, a la emisión de una sentencia de fondo 
con la observancia de los presupuestos descritos en el Artículo 11 del Reglamento Normativo 
del Tribunal Constitucional.  
 
Ramírez (2018) considera que es posible mantener, por lo menos, dos causales: la de casos 
sin sustento constitucional o por carecer manifiestamente relevancia constitucional y casos 
sustancialmente iguales. Aunado a ello, se explica y justifique cada una de estas causales. 
Ello se puede realizar por medio de un overruling (el precedente que deja sin uno anterior), 
por cierto, según esta sentencia, también se debe declarar improcedente. 
 
Eto (2018) menciona que el precedente vinculante no debe ser reformulado, se necesita que 
precedentes de este tipo sean eliminados de nuestro ordenamiento jurídico, su creación es un 
exceso del Tribunal a fin de reducir su trabajo a costa de los derechos de las personas. 
 
Díaz (2018) opina que deberían ser dejados de lado, porque el Tribunal Constitucional según 
el diseño del artículo 202.2 de la Constitución no es una instancia casatoria, sino una 
instancia de mérito, debe conocer el fondo y la forma de los casos. De ahí que establecer 
causales negativas para el acceso al Tribunal Constitucional adicionales a lo establecido en 
la Constitución y en el Código Procesal Constitucional puede ser peligroso pues podría 
incurrirse en una arbitraria denegación de justicia constitucional, esto es un pronunciamiento 
sobre el fondo de la controversia. En última instancia habría que estar atentos a la motivación 
del Tribunal Constitucional para rechazar conocer el fondo de las controversias. 
 
Yañez (2018) señala que la única manera por la cual este sistema sea reformulado es 
mediante la emisión de un nuevo precedente, suceso que no pasaría hasta que el pleno del 




Sáenz (2018) señala que no es necesario que el precedente sea reformulado. En realidad, se 
necesita que el Tribunal Constitucional se encargue de desarrollar de qué forma se debe 
aplicar cada supuesto, este es un tema que tiene preocupado a los profesionales del derecho. 
 
Sar (2018) manifiesta que los criterios son adecuados; sin embargo, sí creo que el Tribunal 
debería precisar que es lo que entiende por relevancia constitucional, porque denegatoria 
previa repetida está claro, contraria al precedente está claro, falta de motivación está claro, 
lo que no esta tan claro es, ¿qué cosa es relevancia constitucional? Yo creo que el Tribunal 
Constitucional, podría precisar que entiende por relevancia constitucional, o qué tipo de 
situaciones son las que constituyen un asunto de relevancia constitucional que amerite entrar 
al fondo del asunto. 
 
b. GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL: En este instrumento desarrollamos el análisis 
del Exp. N° 2877-2005-PHC/TC, con la finalidad de determinar si la emisión de 
Sentencias Interlocutorias Denegatorias vulnera el derecho fundamental a la tutela 
jurisdiccional efectiva, tal como se muestra a continuación: 
 





Exp. Nº 2877-2005-PHC/TC 
Tribunal Constitucional 
 
Se establece el primer antecedente 
que considera establecer requisitos 
de admisibilidad a los Recursos de 
Agravio Constitucional. 
 
Exp. N° 2877-2005-PHC/TC – Caso Sánchez Lagomarcino. – 
 
La jurisprudencia materia de comentario se trata de un proceso de Habeas Corpus, 
interpuesta por el señor Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez contra el Cuadragésimo 
Juzgado Penal de Lima, por la supuesta vulneración a sus derechos fundamentales a la 
libertad y la tutela jurisdiccional efectiva.  
 
En aquella oportunidad el demandante cuestionaba una Resolución Judicial por la cual se le 
declaró reo contumaz, debido a que se emitió esta decisión definitiva estando pendiente el 




En esa línea, el Tribunal Constitucional realiza el análisis del Art. 18° del Código Procesal 
Constitucional, a fin de establecer requisitos de aplicación para su procedibilidad. A tal 
efecto, establecido que los Recurso de Agravio Constitucional aparte de cumplir su 
formalidad deberán cumplir con las siguientes exigencias: 
 
- Deberá estar directamente relacionado con el ámbito constitucionalmente protegido 
de un derecho fundamental; 
- No ser manifiestamente infundada; y, 
- No estar inmersa en una causal de negativa de tutela claramente establecida por el 
Tribunal Constitucional. 
 
A partir del presente pronunciamiento, evidenciamos que el Tribunal Constitucional deja 
establecida la intencionalidad de establecer un nuevo filtro de admisibilidad del Recurso de 
Agravio Constitucional. Es decir, los fundamentos de su decisión se justifican en el rechazo 
los recursos que sean manifiestamente improcedentes. 
 
c. COMPROBACIÓN. – En esta sección identificaremos si los datos obtenidos confirman 
o niegan los supuestos planteados en la primera etapa de la investigación, para ello 
aplicaremos la técnica desarrollada en el Gráfico N° 5. 
 
El supuesto jurídico principal, menciona que: “Se vulnera el derecho fundamental a la tutela 
jurisdiccional efectiva de los justiciables al emitirse las Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias por el Tribunal Constitucional”. 
 
De acuerdo a la mayoría, se determina que al emitirse las denominadas Sentencias 
Interlocutorias se obstruye el normal ejercicio del derecho fundamental a la tutela 
jurisdiccional efectiva. Los autores señalan que el Tribunal Constitucional ha creado un 
precedente de aplicación interna, por lo cual solo puede ser usado por su Colegiado. 
Asimismo, algunos consideran que dicho precedente que establece este sistema de las 
interlocutorias debe ser sustituido por otro, mientras que otra parte minoritaria piensa que 
debe su desarrollo debe ser integrado por otra sentencia que desarrolle la aplicación de cada 




En efecto, la mayoría de autores considera que se ha usado una denominación equívoca 
debido a que el término interlocutoria se usa para hacer referencia a las resoluciones emitidas 
dentro del proceso. 
 
Asimismo, consideramos importante resaltar lo señalado por el Dr. Eto Cruz, cuando señala 
que la figura debió recibir el nombre de resolución interlocutoria porque al llamarla 
sentencia, supone que la estructura de dicha resolución debe tener una parte introductoria, 
considerativa y resolutiva. Sin embargo, se advierte que esta carece de la segunda.      
 
Por tales motivos, el supuesto jurídico general se confirma. 
 
PROBLEMA ESPECÍFICO 1. - 
 
El problema específico 1 de la investigación cuestiona: ¿Cuáles son los efectos generados 
por la creación de las Sentencias Interlocutorias Denegatorias? En tal sentido, aplicamos los 
siguientes instrumentos de recolección de datos: 
 
a. FICHA DE ENTREVISTA: En este instrumento desarrollamos preguntas relacionadas 
al problema general, hallando la siguiente información. 
 
¿Considera que el Tribunal Constitucional está realizando una segunda 
calificación de procedibilidad del Recurso de Agravio Constitucional al emitir 
Sentencias Interlocutorias Denegatorias? ¿Por qué? 
 
Quiroga (2018) advierte que ha sido una calificación incorrecta que la ley no le permite. Lo 
que está haciendo el Tribunal Constitucional es reservarse el derecho de admitir o no admitir, 
desconocer el fondo de un Recurso de Agravio Constitucional, sin tener base legal para eso. 
 
Landa (2018) considera que es evidente que se está aplicando una segunda calificación de 
admisibilidad del Recurso. Sin embargo, el artículo 18º del Código Procesal Constitucional 
establece que la Sala Superior se encarga de conceder el recurso, es decir, ella es quien la 
revisa y dispone su elevación al Tribunal Constitucional. Entonces, consideramos que este 
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Colegiado Constitucional desde el 2014, viene arrogándose una atribución que es ilógica y 
arbitraria al negar el acceso a la revisión de la causa constitucional mediante el rechazo de 
un Recurso de Agravio Constitucional que en su oportunidad ya fue concedido. 
 
Pineda (2018) señala que esto es claro. Porque, la primera calificación, sobre la 
admisibilidad de aquél sería conforme a los parámetros descritos en el Artículo 18° del 
Código Procesal Constitucional por parte del Poder Judicial y, la segunda, es propiamente 
la realizada mediante auto emitido por el Tribunal Constitucional en contraste con los 
requisitos así dispuestos por parte del precedente Vásquez Romero.  
 
Ramírez (2018) menciona que el Recurso de Agravio Constitucional se ha convertido en el 
instrumento de mayor dificultad, porque su concesión depende de dos exámenes: el primero, 
establecido en la norma por el Poder Judicial; y, el segundo, establecido a través del 
precedente constitucional a cargo de una de las salas del Tribunal Constitucional. De hecho, 
sí se realiza una segunda calificación que puede ser comprensible, sin embargo, ello no 
justifica que esta es excesiva o extremadamente rigurosa. Incluso se podría hablar hasta de 
tres calificaciones, pues si el recurso es derivado a una sala donde uno de los Magistrados 
expresa su desacuerdo de expedir interlocutoria, por considerarla contraria a la tutela 
efectiva, y los dos restantes no llegan a un acuerdo (como sucedía en la sala que conforma 
el Dr. Blume Fortini, quien hasta la fecha viene expidiendo votos en discordia por la 
sentencia interlocutoria) este recurso debe pasar al Pleno, donde luego de un examen puede 
también expedirse un auto de improcedencia. 
 
Eto (2018) señala que en la actualidad existe una anomalía constitucional que el derecho 
procesal no permitiría, el Tribunal Constitucional está realizando una calificación de 
admisibilidad a un recurso que ya ha sido declarado procedente, este nuevo análisis de 
procedencia no es más que otro de los tantos excesos que intenta justificar el actual Pleno 
del Tribunal.  
 
Díaz (2018) menciona que en principio se debe tener en cuenta que el proceso se diseña por 
ley (principio de legalidad procesal) que debe ser conforme a la Constitución, sino la regla 
procesal puede ser inaplicada vía el control difuso. En el caso de los procesos 
constitucionales surge una particularidad: el proceso cumple fines constitucionalmente 
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valiosos como son la protección de la supremacía constitucional y de los derechos 
fundamentales. Lo curioso es que el TC, a través de su jurisprudencia, en lugar de rediseñar 
el proceso constitucional para que se optimice el logro de sus fines, vía el acceso al Tribunal 
Constitucional, hace que sea uno de los más complejos y complicados de utilizar por parte 
del justiciable.  
 
En esa medida al establecer causales que en lugar de optimizar el acceso al Tribunal 
Constitucional lo restringen, se termina efectuando una doble calificación de las causales de 
admisibilidad y procedencia del recurso de agravio constitucional que es a fin de cuentas el 
que permite el acceso al Pleno, pues además de las establecidas por el Código Procesal 
Constitucional ahora el Tribunal Constitucional revisa si el caso se ajusta a los supuestos de 
procedencia establecidos en el caso Vásquez Romero. 
 
Yañez (2018) señala que se está realizando una segunda calificación de procedencia al 
Recurso de Agravio Constitucional, porque el Tribunal constitucional a través de la 
aplicación del precedente vinculante Vásquez Romero, creo una fórmula de aplicación 
interna que se lo permite.  
 
Sáenz (2018) menciona que se puede verificar que el Tribunal Constitucional viene 
rechazando los Recurso de Agravio Constitucional, aplicando los criterios de admisibilidad 
que este instauro en el precedente Vázquez Romero. Asimismo, señala que los rechazos 
liminares que practica a través de esta fórmula es opinable, ya que todos los supuestos no 
están claramente definidos, cosa que crea un ambiente de desestabilidad e  inseguridad 
constitucional. 
 
Sar (2018) señala que en la práctica se realiza una revisión de la calificación del Recurso de 
Agravio Constitucional, porque el recurso como lo decía antes, llega concedido al Tribunal 
y este acaba expidiendo una sentencia interlocutoria que concluye con la desestimación del 
recurso. Tal vez, sería más correcto que mediante las Sentencias Interlocutorias se desestime 
la pretensión más que el recurso, porque el recurso ya viene concedido, si se interpretara de 




¿Considera al Recurso de Agravio Constitucional como un recurso ordinario o 
extraordinario? ¿Por qué? 
 
Quiroga (2018) señala que es un recurso extraordinario previsto en la Constitución, que sería 
una suerte de casación constitucional del fondo del asunto, pero, no se encuentra previsto 
que tenga un examen de admisibilidad. 
 
Landa (2018) menciona que el Recurso de Agravio Constitucional fue plasmado en nuestro 
ordenamiento constitucional como un recurso ordinario, sin embargo, a través del tiempo la 
naturaleza de este instrumento ha mutado. Actualmente, el Recurso de Agravio 
Constitucional es un recurso de naturaleza extraordinaria, debido a que su admisibilidad está 
sometida a dos instancias de calificación, además debe cumplir con una serie de preceptos 
que hacen que su tramitación sea más compleja. 
 
Pineda (2018) considera que el recurso de agravio constitucional un recurso extraordinario 
justamente porque al haberse ya agotado la pluralidad de instancias ante el Poder Judicial, 
únicamente le corresponde al justiciable el poder “intentar”, en última oportunidad”, obtener 
un pronunciamiento por parte del Supremo Intérprete de la Constitución.  
 
Ramírez (2018) señala que, conforme a esta nueva configuración y requisitos de procedencia 
podría decirse que el Recurso de Agravio Constitucional es un recurso extraordinario, debido 
a que está sujeto a un doble examen de admisibilidad casi de forma similar del Recurso de 
Casación, el cual es concedido y luego es sometido a evaluación por la Corte Suprema, 
entonces, si este recurso pasa por un filtro una vez elevado ante el Tribunal Constitucional, 
resulta claro que su naturaleza es extraordinaria. 
 
Eto (2018) menciona que el Recurso de Agravio Constitucional siempre fue un instrumento 
de carácter extraordinario. La confusión en cuanto a su naturaleza, fue producto del cambio 
de denominación, ya que antes de la creación del Código Procesal Constitucional, este fue 
concebido como Casación Constitucional, debido a que era similar al Recurso de Casación 




Díaz (2018) afirma que es un recurso extraordinario en la medida que tiene un diseño 
constitucional y legal que impide que pueda ser empleado por ambas partes procesales, sino 
solo por una: el demandante que pierde el caso en primera y/o segunda instancia ante en el 
Poder Judicial. Asimismo, es extraordinario pues permite el acceso a la máxima instancia 
judicial del país: el Tribunal Constitucional.  
 
Yañez (2018) señala que el Recurso de Agravio Constitucional es un recurso que a partir de 
la creación del precedente Vásquez Romero se convirtió en extraordinario, ya que está sujeto 
a un filtro de admisibilidad practicado discrecionalmente por el Tribunal Constitucional. 
 
Sáenz (2018) menciona que el Recurso de Agravio Constitucional es un recurso de carácter 
extraordinario, ello debido a dos motivos: 1) El recurso es sometido a un análisis por la Sala 
Superior, que verifica si este cuenta con una argumentación de defina que la causa merece 
tutela constitucional; además, verifica que el recurso no sea presentado de forma 
extemporánea. Y 2) Después de elevado el expediente, el Tribunal Constitucional somete a 
un nuevo análisis de admisibilidad a fin de verificar que el recurso no se encuentre inmerso 
en las cuatro causales de improcedencia fijadas en el precedente Vásquez Romero.  
 
Sar (2018) menciona que el acceso a la jurisdicción constitucional se produce por lo que dice 
el inciso segundo de artículo 202º de la Constitución; es el Tribunal Constitucional quien 
conoce de las resoluciones denegatorias de los procesos de tutela de derechos en última y 
definitiva instancia. Creo que es un recurso que conoce en instancia, pero que no es en 
estricto ordinario, porque no es un recurso de revisión, podría ser interpretado de ambas 
maneras, me inclino a creer que constituye una forma de recurso ordinario porque conoce en 
instancia por mandato constitucional. 
 
¿Al establecerse un filtro de admisibilidad de las causas constitucionales 
recurridas, el Tribunal Constitucional se vuelve en una corte de revisión 
extraordinaria o es una instancia más? 
 
Quiroga (2018) señala que existen sistemas procesales, en donde la instancia también es 
objeto de calificación. Claro, es más común apreciar ello en los Recurso de Casación, pero 
también hay sistemas jurídicos en donde la apelación para por un trámite de admisibilidad, 
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pero por ahí no va el tema. Dicho tema va porque ese trámite de admisibilidad carece de 
sustento normativo en la Constitución, y más bien contradice lo señalado por esta. 
 
Landa (2018) menciona que de la simple lectura de la Constitución podemos entender que 
el Tribunal Constitucional es una instancia ordinaria; sin embargo, este Colegiado a través 
de sus interpretaciones, se ha establecido como una instancia extraordinaria al establecer 
supuestos de improcedencia a través del sistema de las sentencias interlocutorias. Sumado a 
ello, podemos afirmar que el precedente Vásquez Romero ha establecido de forma visible 
que se trata de una instancia extraordinaria, ya que antiguamente igual se rechazaba 
liminarmente cuando una causa contradecía los fundamentos de un precedente 
constitucional, por ello, considero que el Tribunal Constitucional siempre ha sido una 
instancia extraordinaria, cuya naturaleza recién quedo aclarada con la creación de las 
Sentencias Interlocutorias Denegatorias. 
 
Pineda (2018) considera que el filtro de la admisibilidad hace al Tribunal Constitucional una 
corte de muy difícil acceso, considerándose no tanto una instancia adicional, sino 
propiamente una corte de revisión extraordinaria, bastando la mera observancia de alguna 
de esos cuatro supuestos enmarcados en el precedente vinculante para así ser rechazada la 
posibilidad de poder obtener un análisis de fondo de la causa constitucional.  
 
Ramírez (2018) menciona que el numeral 2 del Artículo 202° de la Constitución señala que 
el Tribunal Constitucional conoce en última instancia los procesos de garantía 
constitucional. Sin embargo, el Supremo Interprete de la Constitución se ha ido 
transformando en una corte de revisión extraordinaria debido al establecimiento de sus 
precedentes que funcionan como un requisito implícito de procedencia, es decir, cuando un 
proceso no se ajusta a lo establecido en un precedente es rechazado sin más trámite, contrario 
al principio in favor processum. Aquello es una práctica desarrollada incluso antes del 
establecimiento del precedente Vásquez Romero. 
 
Eto (2018) considera que el establecimiento del nuevo filtro que establece las Sentencias 
Interlocutorias no vuelve al Tribunal Constitucional en una corte de revisión extraordinaria, 




Díaz (2018) destaca que el estatus y posición del Tribunal Constitucional no se configura 
por los filtros de admisibilidad de las causas que va a conocer, sino por el diseño y 
competencias que establece la Constitución. En esa medida, no es un tribunal más, menos 
aún una instancia más. El TC es singular pues tiene un impacto enorme en la vida 
institucional del país, de ahí que todos estemos atentos a lo que resuelve en sus sentencias. 
 
Yañez (2018) destaca que la instalación de presupuestos de admisibilidad del Recurso de 
Agravio Constitucional, no hace más que dejar en claro que el Tribunal Constitucional es 
una instancia extraordinaria. Primero, se debe tomar en consideración que la Constitución 
menciona que los procesos constitucionales pueden ser vistos en última instancia por el 
Tribunal Constitucional, cuando la Sala Superior falla de forma desfavorable para el 
justiciable; sin embargo, dicho Tribunal fue creado como un órgano autónomo, es decir, su 
integración se rige por sus normas propias. Por lo tanto, si un proceso es elevado para su 
revisión ante un órgano que no pertenece a la misma institución o poder, ello supone, que no 
se trata de una instancia ordinaria. 
 
Sáenz (2018) señala que la fijación de nuevos requisitos de procedencia del Recurso de 
Agravio Constitucional, no varía la naturaleza extraordinaria del Tribunal Constitucional, 
esto no se debe al establecimiento de un nuevo filtro. El Tribunal Constitucional es un 
colegiado que ejerce justicia interpretando la Constitución para tutelar su alteración o la 
transgresión de los derechos fundamentales ahí consagrados, su naturaleza extraordinaria 
radica en que no solo es un tribunal jurídico, sino también político. 
 
Sar (2018) menciona que no es una instancia más, está claro que el proceso de amparo no 
tiene tres instancias, es decir, tres instancias de revisión ordinaria. Sin embargo, está claro 
que el Tribunal Constitucional no tiene una función o una competencia del tipo de certiorari 
norteamericano, como para seleccionar las causas que vaya decidir. No es una continuación 
del proceso, aunque podría ser interpretado de esa manera. Pero eventualmente podríamos 
considerar como una instancia más, porque la Constitución dice que conoce en instancia. 
 
¿Considera usted, que todas las causas elevadas al Tribunal Constitucional deben 




Quiroga (2018) señala que no necesariamente. Porque, entonces no se podría realizar el 
overruling. ¿Cómo se va generar el overruling, si es que todas las causas que colisionan con 
un precedente son rechazadas? Justamente, esta figura se produce cuando una causa 
contradice un precedente vinculante. Por lo tanto, el hecho de contradecir un precedente 
vinculante no necesariamente es una causal de rechazo a priori. 
 
Landa (2018) reiterando lo señalado en la respuesta anterior, señala que el enunciado que 
establece tal regla deja en evidencia que este precedente no es más que una improvisación 
del Pleno del Tribunal Constitucional con el afán de reducir la carga laboral. Asimismo, 
haciendo memoria, el primer precedente de la nueva conformación del pleno del Tribunal 
Constitucional fue la que estableció esta nueva fórmula procesal.  
 
Pineda (2018) señala que absolutamente no, el solo hecho del carácter dinámico del derecho, 
de como éste se alimenta con los valores y costumbres impregnados en una sociedad, hace 
imposible afirmar que la decisión tomada hoy, sea siempre justa por el resto de los días. 
Entonces, al tener el derecho un carácter cambiante por naturaleza, de interpretación 
progresiva, como incluso lo son los precedentes vinculantes a través de la dación de los 
overruling, es paradójico considerar la consagración de una regla procesal que sancione, con 
la improcedencia toda demanda o recurso que pretenda cuestionar un precedente vinculante, 
de ahí que dicho tipo de supuestos otorguen la permeabilidad, al mismo Tribunal 
Constitucional, de poder reevaluar y, si dicho razonamiento es factible, cambiar su criterio 
y aspirar a obtener una sentencia judicial mucho más justa.  
 
Ramírez (2018) afirma que es innegable que el rechazar de manera mecánica las demandas 
constitucionales cuando contradigan un precedente vinculante resulta inconstitucional, pues 
con ello se estaría prácticamente reconociendo una inmutabilidad del precedente, cuando 
ello no es así, pues muchos de estos son dejados sin efectos en mérito a la interpretación y 
cambios de criterios del Tribunal. Ello se justifica, en la variabilidad de la realidad social 
frente a las decisiones de aplicación obligatoria establecidas por el Tribunal Constitucional. 
 
Por ello, en la medida que se fundamente un cambio en el precedente este debería ser 




Eto (2018) afirma que nuestra Constitución fue establecida para regular los aspectos 
medulares de nuestra sociedad, como lo son: la economía, la justicia, la educación, la salud, 
la cultura, la separación de poderes, la defensa de la persona humana, entre otros. Se 
considera que estos bienes protegidos son causas por las cuales se crean nuevos proyectos, 
leyes u otras formas de hacer que estos evolucionen de forma progresiva, cuya finalidad  ha 
llevado a que existan innumerables constantes controversias entre sus impulsores.  Entonces, 
la Constitución como norma suprema debe ajustarse a cada controversia iniciada en defensa 
de los elementos defendidos por su tenor. Ahora, si comparamos un debate de hace algunos 
años con los que existen actualmente, los argumentos de defensa que se presentan ya no son 
los mismos, tal vez porque durante el tiempo surgieron nuevas ideas o se surgieron nuevas 
necesidades, sin embargo, los elementos por los que se lucha, son los mismos. En ese sentido, 
a donde se quiere llegar es que, la defensa de estos elementos como son la justicia, la defensa 
de la persona humana, la educación y otros, son la finalidad, pero las ideas para su progreso 
son otras, por lo tanto, se requiere que esta norma política se ajusta a nuestra realidad 
cambiante, en consecuencia, su interpretación también puede ser variante y no se puede 
limitar al justiciable a aceptar que un pronunciamiento del Tribunal no pueda variar con la 
evolución que el tiempo acarrea. 
 
Díaz (2018) menciona que no deberían, no olvidemos que los precedentes del Tribunal 
Constitucional pueden ser modificados por el propio Pleno, y eso solo se logra si es que hay 
un caso nuevo que permite tener una óptica distinta sobre un asunto ya resuelto anteriormente 
a través de un precedente. 
 
Yañez (2018) señala que el establecimiento de este ítem de improcedencia del Recurso de 
Agravio es la aceptación un exceso del Tribunal Constitucional. El precedente vinculante 
establece una postura que marca las pautas para resolver un caso futuro pero este no puede 
ser tomado como un pronunciamiento infinito. Por esto, acabaríamos aceptando que el 
Tribunal Constitucional es dueño de la verdad, cosa que no debe ser así. 
 
Sáenz (2018) menciona que los precedentes que adquieren la calidad de vinculantes, son 
momentáneos, esto debido a las necesidades que los individuos de nuestra sociedad 
mantienen. Sin embargo, no puede aceptarse que el pronunciamiento establecido en un 
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precedente sea permanente, justamente el cambio de necesidades que surge a través del 
tiempo. 
 
Sar (2018) afirma que, si deben ser denegadas, porque la finalidad del precedente es la de 
establecer una regla que de acuerdo con lo que ha dicho el propio Tribunal Constitucional, 
tiene prima facie los mismos efectos que la lógica. En consecuencia, es un supuesto que 
señala que la contradicción del precedente constituye una infracción a la regla que fue creada 
por el Tribunal estableció en virtud de su carácter de órgano de control de la Constitución. 
 
¿Qué entiende usted por el criterio establecido que señala que se emitirá Sentencia 
Interlocutoria Denegatoria cuando la cuestión de derecho contenida en el recurso 
no sea de especial trascendencia constitucional? 
 
Quiroga (2018) advierte que justamente es un margen de discrecionalidad muy alto, porque 
les permite a los magistrados del Tribunal Constitucional y a sus asesores tener una manga 
ancha respecto de lo que es el concepto de especial trascendencia constitucional, no tiene 
una definición exacta. Ello justamente queda a la discrecionalidad de los magistrados, es 
característico de los sistemas casatorios modernos. Por ejemplo, el Certiorari, que es el 
sistema de admisibilidad de recursos ante el Supremo Tribunal Federal Norteamericano. 
 
Landa (2018) menciona que este enunciado proviene de la legislación española. La especial 
trascendencia constitucional es un requisito de admisibilidad de los recursos de amparo 
constitucional que regula la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional Español que fue 
establecida el 2007. Sin embargo, durante los primeros años de vigencia de dicha norma, se 
tuvo cierta incertidumbre por su denominación, la cual fue resuelta a través de una sentencia 
en el 2009, en la cual uno de los puntos más resaltantes de su denominación señala que 
cuando el resultado de una controversia contraiga un cambio que pueda afectarnos 
económica o socialmente, entonces, estaríamos hablando de un proceso que es de especial 
trascendencia constitucional. 
 
Pineda (2018) considera que la especial trascendencia constitucional abarca no solo la 
evidencia de la lesión al contenido esencial de un derecho fundamental, o la misma doctrina 
constitucional del Supremo Intérprete de la Constitución, sino de todo aquel argumento por 
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el cual le permita al Tribunal Constitucional observar si, es necesario, realizar un cambio en 
su doctrina constitucional o reformar un precedente vinculante o, si es así evidenciado, 
argumentos del justiciable que permitan la mejor forma de protección de un derecho 
fundamental, de cara con lo desarrollado al caso en concreto.  
 
Ramírez (2018) señala que la especial trascendencia constitucional es una figura importada 
que carece de desarrollo normativo, esto permite que el Tribunal Constitucional pueda 
rechazar discrecionalmente una causa invocando este criterio. La arbitrariedad que contiene 
se manifiesta al no entenderse en que consiste conceptualmente, por ende, no poder 
identificar cuáles son los límites para su aplicación. Al parecer, se trata de rechazar procesos 
que no estén relacionados con la tutela de derechos constitucionales sino de otro orden; sin 
embargo, esa es solo una apreciación que no ha aclarado el Tribunal y sería bueno se 
pronuncie al respecto. 
 
Eto (2018) indica que el nuevo pleno del Tribunal Constitucional ha instalado un precedente 
que quizás pudo tener un buen fin, pero debido a través de las reglas de improcedencia 
establecidas, el Tribunal posee en control completo de las causas elevadas ante su 
competencia. Entiendo, que la especial transcendencia constitucional es el supuesto por el 
cual el Tribunal Constitucional analiza el caso que requiera ser revisado en atención a la 
petición de tutela constitucional invocada. 
 
Díaz (2018) destaca que en principio hay se debe considerar que el concepto de “especial 
trascendencia constitucional” es una importación. Se ha traído de la experiencia española, 
en donde quizás tenga sentido, pero su sistema de justicia constitucional es muy diferente al 
nuestro, aun cuando también cuentan con un Tribunal Constitucional, al que el nuestro siguió 
muy de cerca durante algunos años. Hecha esta precisión, el concepto no es novedoso ni una 
creación innovadora de nuestro Tribunal Constitucional. De ahí que habría que tener cuidado 
con el concepto que se va emplear. 
 
Particularmente, el autor considera que todo caso que llega a la justicia constitucional de la 
libertad (dado que el concepto solo se emplea en procesos de tutela de derechos) tiene una 
especial trascendencia constitucional. De ahí que este concepto está muy vinculado con el 
fondo de la controversia, esto es si en el caso se afectó un derecho fundamental o no (aspecto 
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subjetivo) o si el caso amerita por su contexto y circunstancias que se otorgue una 
determinada interpretación a alguna disposición constitucional que reconoce algún derecho 
fundamental (aspecto objetivo). Por ello, considero que dicho concepto no debería ser 
considerado como un criterio de admisibilidad o procedencia de un caso (a nivel del Poder 
Judicial) o del recurso de agravio constitucional (en el Tribunal Constitucional). 
 
Yañez (2018) menciona que especial trascendencia constitucional consiste en la relevancia 
que tiene el asunto constitucional presentado. Por ejemplo, podríamos decir que una causa 
tiene trascendencia constitucional cuando el fallo a dictarse va a repercutir en un aspecto 
importante para la sociedad, como la economía, la educación, el género, entre otros. 
 
Sáenz (2018) afirma que la terminología se trata de un concepto indeterminado, que brinda 
la potestad de que el Tribunal Constitucional pueda realizar una análisis interno de cada 
causa, a fin de verificar si el caso en concreto requiere realmente la tutela que se pretende. 
Según lo visto, el Tribunal Constitucional considera que se tiene especial trascendencia 
constitucional cuando no existe doctrina ni jurisprudencia constitucional referida a las 
características del asunto analizado. 
 
Sar (2018) señala que la especial trascendencia constitucional se entiende como trivialidad. 
Es decir, asuntos triviales, demandas que persiguen obstaculizar la ejecución del lanzamiento 
del desalojo o del pago de la obligación de dar suma de dinero, demandas manifiestamente 
maliciosas o manifiestamente improcedentes. Cuando los recursos invocados se traten de 
cosas manifiestas y triviales, su atención resulta irrelevante desde la perspectiva 
constitucional. Por ello, no amerita ser analizado sustantivamente por el Tribunal 
Constitucional. 
 
b. GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL: En este instrumento desarrollamos el análisis 
del Exp. N° 00987-2014-PA/TC, con la finalidad de identificar los efectos generados por 
la creación de las Sentencias Interlocutorias Denegatorias, tal como se muestra a 
continuación: 
 
PAIS JURISPRUDENCIA ASPECTO TEMÁTICO 





Exp. Nº 00987-2014-PA/TC 
Tribunal Constitucional 
Se desarrolla un precedente 
vinculante que fija criterios de 




Exp. N° 00987-2014-PA/TC – Caso Vásquez Romero. – 
 
En el presente caso la Sra. Francisca Lilia Vásquez Romero interpone una demanda de 
amparo contra los magistrados de la Segunda Sala Civil del Santa, de la Sala Civil 
Permanente y Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema, 
solicitando que se declare la nulidad de los actuados en un proceso ordinario de Tercería 
Preferente de Pago por haberse vulnerado sus derechos al debido proceso, de petición, de 
defensa, de libre acceso al órgano jurisdiccional y a la tutela procesal efectiva. 
 
En tal sentido, el Tribunal Constitucional recepcionó al analizar el Recurso de Agravio 
Constitucional formulado, advirtió que la accionante alegaba que los magistrados 
emplazados y el Banco que formaba parte del proceso ordinario se habían coludido para 
emitir sentencias desfavorables a la parte actora, en ese contexto pretendía que se reconozca 
la comisión de delitos de lesa humanidad bajo argumento inidóneos e improbados. Por lo 
tanto, en los fundamentos considero desarrollar un instrumento que no permita la concesión 
de Recursos de Agravio Constitucional que contengan argumentos absurdos y 
manifiestamente improcedentes, en consecuencia, en el tenor de dicha sentencia denegatoria 
regulo un nuevo filtro de inadmisibilidad que recibió el nombre de Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias, que se emitirán cuando el Recurso de Agravio Constitucional: 
 
- Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque; 
- La cuestión de derecho contenida en el recurso no sea de especial trascendencia 
constitucional; 
- La cuestión de Derecho invocado contradiga un precedente vinculante; o, 
- Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales. 
 
A partir de la emisión de esta sentencia con calidad de precedente vinculante se incluyó en 
el ordenamiento procesal constitucional, un nuevo filtro de admisibilidad del Recurso de 
Agravio Constitucional a practicarse por el Supremo Interprete de la Constitución, cuyos 
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efectos produjeron diversas limitaciones de derechos fundamentales en perjuicio de los 
justiciables, como son los garantizados por el derecho a la tutela procesal efectiva. 
 
c. COMPROBACIÓN. – En esta sección identificaremos si los datos obtenidos confirman 
o niegan los supuestos planteados en la primera etapa de la investigación, para ello 
aplicaremos la técnica desarrollada en el Gráfico N° 5. 
 
El supuesto jurídico específico 1, menciona que: “Al crearse las denominadas Sentencias 
Interlocutorias Denegatorias se establece una indebida segunda calificación de 
procedibilidad del Recurso de Agravio Constitucional”. 
 
De acuerdo a la crítica de la mayoría y el análisis documental practicado, se concluye que 
los efectos generados son en suma negativos. Se dice que mediante el uso de estas sentencias 
se aplica indebidamente una segunda calificación de admisibilidad del Recurso de Agravio 
Constitucional. Por su parte, los autores opinan que al establecer el requisito de 
improcedencia frente a los asuntos que contradigan un precedente vinculante, el criterio del 
Tribunal Constitucional no se ajusta a la realidad, puesto que, de acuerdo al principio de 
progresividad, los aspectos que conforman una sociedad son cambiantes.  
 
Sin embargo, cabe resaltar que el autor Omar Sar, como especialista jurisdiccional del 
Tribunal Constitucional, tiene un criterio distinto a los demás, señalando que este ítem de 
improcedencia permite que al Pleno no lleguen causas absurdas. 
 
Ahora bien, con relación a la especial trascendencia constitucional la opinión es uniforme 
considerando que este requisito posee un margen de discrecionalidad a favor del Tribunal 
que permite la aplicación de decisiones discrecionales al rechazar los Recursos de Agravio 
Constitucional. 
 
En conclusión, los efectos generados por la creación de las Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias son negativos, debido a que en la actualidad carecen de desarrollo conceptual 





Por tales motivos, el supuesto jurídico específico 1 se confirma. 
 
PROBLEMA ESPECÍFICO 2. - 
 
El problema específico 2 de la investigación cuestiona: ¿De qué manera se limita la tutela 
jurisdiccional efectiva por la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias? En tal 
sentido, aplicamos los siguientes instrumentos de recolección de datos: 
 
a. FICHA DE ENTREVISTA: En este instrumento desarrollamos preguntas relacionadas 
al problema general, hallando la siguiente información. 
 
¿Considera usted, que la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias deja 
en estado de indefensión a los justiciables? ¿Por qué? 
 
Quiroga (2018) considera que sin duda alguna surge tal indefensión, porque deniega los 
recursos sin más trámite. Ello significa, romper el principio de bilateralidad, es decir, 
resolver sin escuchar a la parte contraria, sin escuchar a la parte que interpuso el Recurso de 
Agravio Constitucional, resolver sin correr traslado, sin que haya ningún debate, 
simplemente el Tribunal Constitucional se arroga la facultad de aceptar o no un Recurso de 
Agravio Constitucional. 
 
Landa (2018) señala que el justiciable al encontrarse inmerso en causales que pueden 
interpretarse de forma discrecional por cualquier Tribunal, es efectivamente una 
arbitrariedad. En efecto, los preceptos establecidos en dicho precedente dejan en indefensión 
a los justiciables, ello surge por la falta de conceptualización de cada enunciado que hace 
que sea de aplicación discrecional, por lo tanto, es una regla que al parecer ha sido 
improvisada a fin de descargar sus labores. 
 
Pineda (2018) indica que por las razones antes expuestas, podría afirmarse que el citado 
precedente vinculante deja en  un estado de indefensión al justiciable en la medida que: 1) si 
quiere cambiar la doctrina constitucional del Tribunal Constitucional, aquella será rechazada 
plano, 2) si pretende que se deje sin efecto un precedente vinculante, por afectar sus derechos 
fundamentales, aquel supuesto también será rechazado laminarmente y 3) si fundamenta su 
89 
 
recurso, atendiendo a la afectación constitucional que pueda sentir haber sufrido, es muy 
probable, dado lo ambiguo e incierto sobre el que recae la expresión “especial trascendencia 
constitucional” que el recurso sea rechazo sin saber, realmente, cuál sería esa especial 
trascendencia constitucional que deba ser evidenciado en su caso en particular.  
 
Ramírez (2018) considera que el Tribunal Constitucional con este precedente recorta el 
derecho de defensa del justiciable y además deja en estado de indefensión a los justiciables. 
El rechazo liminar del recurso es un exceso, debido a que la Constitución no ha establecido 
esta fórmula. Por otro lado, no se puede interpretar la Constitución a conveniencia de uno o 
contrario a los principios constitucionales que señalan que ante la duda de la procedencia se 
debe permitir su admisión. La carga procesal no resulta una razón convincente y de fuerza 
para restringir o convertir en inflexible el acceso al Tribunal para conocer el fondo del 
asunto.   
 
Eto (2018) afirma que el justiciable sufre al negársele la posibilidad de defenderse, esto surge 
a partir del rechazo liminar de un Recurso de Agravio Constitucional que ya fue concedido. 
Ello ciertamente implica un grado de indefensión debido a que se recorte el derecho a ser 
escuchado a un sujeto ve admitido un recurso según lo que establece la Constitución, y 
finalmente se ve perjudicado por una facultad inconstitucional establecida por quien debería 
ser el vigía de nuestro ordenamiento constitucional. 
 
Díaz (2018) señala que se obstaculiza el acceso a la justicia constitucional, porque al emitirse 
Sentencia Interlocutoria Denegatoria para rechazar el recurso de agravio constitucional, no 
permite que los argumentos del justiciable sobre la presunta lesión de sus derechos 
fundamentales (el fondo del caso) sean oídos y valorados por el Tribunal Constitucional. No 
obstante, aun cuando el Tribunal llegue a conocer el fondo de la controversia no garantiza 
que se le dé la razón al justiciable. Y ello porque el derecho de acceso a la justicia, en general, 
no garantiza que se le dé la razón a quien formula una demanda. Solo garantiza que el caso 
sea conocido en la forma y el fondo por el tribunal competente. 
 
Yañez (2018) indica que se evidencia un estado de indefensión al ejecutar una formula 
excesiva, no puede negarse el acceso al Tribunal Constitucional sin fundamentar los motivos 
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por los cuales se toma una decisión negativa. Ello supone, la vulneración del derecho de 
defensa y el debido proceso. 
 
Sáenz (2018) afirma que en cualquier parte del mundo en donde exista un estado 
constitucional de derecho como el nuestro, el justiciable sufre un estado de indefensión 
cuando se emite no solo una resolución que no justifica su decisión, entonces, al rechazarse 
liminarmente el Recurso de Agravio Constitucionalidad, se comete una salvajada, no 
podemos llamarla de otra forma. El Dr. Blume, que es actualmente el presidente del Tribunal 
Constitucional, tiene una infinidad de votos discordantes a sus demás colegas, debido a que 
una regla mal desarrollada siempre producirá efectos negativos en los justiciables. 
 
Sar (2018) indica que no considera que constituya una situación de indefensión porque se ha 
planteado la demanda, se ha discutido en el Poder Judicial y se ha interpuesto un Recurso de 
Agravio Constitucional. La Constitución no garantiza que se concedan los recursos, ella 
garantiza que se tiene el derecho a interponerlos, los cuales deben ser estudiados y resueltos 
razonadamente por los órganos jurisdiccionales. Entonces, el hecho de que el Tribunal 
Constitucional desestime una demanda, no supone en lo absoluto una limitación del derecho 
de defensa. 
 
¿Considera usted, que el rechazo mediante Sentencia Interlocutoria Denegatoria 
sin justificar sobre el fondo de un asunto vulnera el derecho a la debida motivación 
de las resoluciones judiciales? 
 
Quiroga (2018) considera que lo señalado en la pregunta es algo innegable, la Sentencia 
Interlocutoria es una evidencia concreta del abuso que puede cometer un ente cuando se 
extralimita de sus facultades. La sentencia que no justifica su decisión vulnera el derecho a 
la debida motivación, justamente por ello señala que aparte de establecer un sistema 
arbitrario se optó por un nombre erróneo, ya que las sentencias tienen una estructura, caso 
contrario no podrían denominarse sentencias, entonces, como puede crearse un tipo de 
sentencia sin parte considerativa que justifique una decisión final. 
 
Landa (2018) menciona esta percepción es negativa, en cuanto la negación de tutela se 
encuentra justificada y limitada en un precedente vinculante. Si observamos las sentencias 
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interlocutorias emitidas podemos advertir que estas se motivan en base al fundamento que 
estableció los requisitos. Estas no se justifican en considerandos negativos del asunto, sino 
en criterios de negación establecido en el propio presente, por lo tanto, podríamos decir que 
no hallamos violación a este derecho.  
 
Pineda (2018) señala que no, en tanto, al estar vigente un precedente vinculante que 
determina la posibilidad del rechazo liminar de un recurso de agravio constitucional, sin la 
necesidad de la emisión de un pronunciamiento de fondo, se puede afirmar que no existiría 
vulneración alguna a la debida motivación sobre la falta de pronunciamiento de fondo, en la 
medida claro, que se haya emitido una sentencia interlocutoria previa, la cual, para todo 
efecto, deba encontrarse debidamente motivada, señalar lo contrario implicaría afirmar que 
toda declaración de improcedencia en un proceso constitucional en el Poder Judicial, al no 
haber sido admitida a trámite la demanda y ser confirmada en segunda instancia, vulneraría 
el derecho a la debida motivación y ello no es correcto, o incluso, si hacemos un símil con 
el proceso ordinario, que toda resolución de calificación de admisibilidad de recurso de 
casación, al ser así desestimada, por ende, que no se tenga vista de fondo, vulnere la debida 
motivación .  
 
Ramírez (2018) considera que toda resolución debe estar debidamente motivada, ya sea de 
carácter administrativo, judicial, arbitral, castrense e incluso las que se emiten por entidades 
privadas. En tal sentido, vemos que el Tribunal Constitucional emite sentencias que rechazan 
una causa constitucional de manera liminar sin pronunciarse sobre el fondo del asunto, ello 
supone una alteración al contenido esencial del derecho al debido proceso, en su vertiente 
del derecho a la debida motivación, como bien constitucional protegido por dicha garantía. 
 
Eto (2018) señala que esta pregunta tiene una finalidad interesante, porque se dirige a 
verificar la internalización de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional. A partir de 
señalado, podemos desarrollar dos puntos críticos respecto a su motivación. En primer lugar, 
lo grave de este precedente es que los requisitos de improcedencia plasmados no contienen 
la justificación suficiente para su realización, es decir, actualmente no sabemos en qué 
situaciones podemos quedar sujetos a estas causales de improcedencia, ello deriva a que los 
justiciables realicen trabajos de interpretación que no hacen más que acomplejar el sentido 
de cada requisito. Y en segundo lugar, los Recursos de Agravio Constitucional están 
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dirigidos a hacer llegar los asuntos constitucionales al Tribunal Constitucional, su función 
puede ser considerada como una suerte de instrumentos de transporte que sirven en sí, para 
verificar si existe la violación del contenido de un derecho fundamental, entonces, si las 
motivaciones se realizan a la brevedad, limitándose el órgano constitucional solo a señalar 
en que causales se encuentran inmersos los recursos, se concretiza la vulneración a la debida 
motivación. 
 
Díaz (2018) indica que no podría dar una respuesta a priori a la pregunta, pues para poder 
responderla necesitaría revisar una muestra de casos y evaluar en los mismos cómo se motivó 
las sentencias interlocutorias denegatorias. No obstante, en términos generales, el Tribunal 
Constitucional debería motivar de manera suficiente y consistente brindando las razones del 
rechazo, esto es, explicitar de manera, clara, precisa y sencilla por qué el caso que está 
conociendo no ameritaría un pronunciamiento de fondo. Solo por poner un ejemplo, el 
Tribunal Constitucional debería expresar las razones por las que considera que el caso que 
revisa no tiene especial trascendencia constitucional o por qué carece de fundamentación la 
supuesta vulneración que se invoca. 
 
Yañez (2018) resalta que es lamentable tener que aceptar que el Tribunal designado a ser el 
guardián de la Constitución termine afectándolo. Es notorio que se vulnera este derecho, ya 
que el precedente vinculante Vásquez Romero permite una acción contra contitutionem, que 
consiste en rechazar un recurso designado a la defensa del justiciable cuando sus 
pretensiones han sido rechazadas por los órganos del Poder Judicial.  
 
Sáenz (2018) destaca que el uso inadecuado de este sistema altera el ordenamiento jurídico 
constitucional, pues sin saber los supuestos en los que se fundamenta la aplicación de cada 
causal de improcedencia, no podemos prevenir estar dentro de estos, en consecuencia, ver 
perjudicado nuestra solicitud de tutela constitucional. Este hecho, es una manifestación de 
que otro de los derechos conculcados es el de la debida motivación de las resoluciones 
constitucionales. 
 
Sar (2018) indica que no, porque lo que se analizó no es el fondo del asunto, lo que se discutió 
es la procedencia del recurso de agravio constitucional, y lo que se desestimo es dicho 




¿Considera usted, que la expedición de una Sentencia Interlocutoria Denegatoria 
vulnera el derecho fundamental a la pluralidad de instancias? 
 
Quiroga (2018) considera que no, porque la pluralidad de instancia se cumple con la Sala 
Superior, lo que se viola el texto de la Constitución que dice que el Tribunal Constitucional 
es última instancia en las acciones de garantía denegadas por el Poder Judicial. Acá el 
Tribunal Constitucional se niega a ver una causa estableciendo criterios que ha creado la 
Sentencia Interlocutoria, pero eso no es lo que dice la Constitución, hay una clara 
vulneración que impide a los ciudadanos el acceso al Tribunal Constitucional  
 
Landa (2018) considera que la respuesta es negativa, debido a que al referirse a pluralidad,  
se entiende que una causa al menos debe ser vista por dos instancias, es decir, los procesos 
constitucionales que son llevados ante el Juez Constitucional y la Sala Superior, no pueden 
ser señalados como transgredido por no poderse llevar la causa ante el Supremo Interprete 
de la Constitución. En conclusión, el Tribunal Constitucional tiene la función de una 
instancia excepcional cuya negación de tutela no puede ser entendida como la violación de 
dicho derecho fundamental. 
 
Pineda (2018) señala que no, en la medida que la pluralidad de instancias, como mínimo, 
para que ella pueda ser configurada, requiere que la resolución denegatoria de una primera 
instancia sea revisada por un superior jerárquico, siendo está, para el caso en concreto, 
cumplida en sede del Poder Judicial. 
 
Ramírez (2018) considera que no se vulnera propiamente el derecho a la pluralidad de 
instancias, porque antes de llegar al Tribunal Constitucional, la causa invocada debe ser 
analizada por dos instancias Entonces, si el justiciable tiene la posibilidad de defender sus 
pretensiones ante dos órganos de justicia, se está respetando este derecho. Si bien es cierto, 
el Artículo 202.2 señala que el Tribunal Constitucional verá el recurso en última y definitiva 
instancia, pero ello no debe interpretarse de forma negativa, es decir, si el Tribunal rechaza 
un recurso no existe el agravio a la pluralidad de instancias por que el asunto ya fue revisado 




Eto (2018) menciona que el hecho de rechazar liminarmente un Recurso de Agravio 
Constitucional, vulnera derechos fundamentales, pero dentro de estos no se encuentra el 
derecho a la pluralidad de instancias. Este derecho se basa en la obligación de que todo 
proceso de garantía constitucional deba ser visto por un órgano de primera y segunda 
instancia. 
 
Díaz (2018) resalta que el derecho a la pluralidad de instancias en términos objetivos 
garantiza que al menos exista una instancia superior de revisión. En el caso de los procesos 
constitucionales, dicho mandato se cumple, en la medida que todos los casos son revisados 
por jueces superiores en segunda instancia en el Poder Judicial. Lo que la pluralidad de 
instancia no garantiza es el acceso obligatorio a una instancia suprema (como la del Tribunal 
Constitucional), de ahí que, por intermediación del legislador o de la propia jurisprudencia 
(como el precedente Vásquez Romero que motiva la presente investigación), se puedan 
establecer restricciones las que, en uno y otro caso, deben ser, desde luego, 
constitucionalmente legítimas. 
 
Ahora bien, habría que compatibilizar la finalidad del precedente analizado con el acceso al 
Tribunal Constitucional. En dicho sentido, los justiciables cuyas demandas han sido 
rechazadas por el Poder Judicial (por razones de forma o fondo) pueden formular sus 
recursos de agravio constitucional, pero si dicho organismo los rechaza porque no se ajustan 
a ciertos criterios, es otro asunto. El hecho de que puedan formular sus recursos de agravio 
y que el TC emita un pronunciamiento en torno al mismo (aunque sea desestimatorio) por 
no ajustarse al precedente Vásquez Romero no significa que se lesione el derecho a la 
pluralidad de instancias.  
 
Ahora si dichos criterios de procedencia son compatibles o no con la Constitución, 
especialmente con lo establecido en el artículo 202.2 que establece que el TC conoce de las 
resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, hábeas data y cumplimiento, es otro 
asunto. 
 
Yañez (2018) destaca que la esencia del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho a la pluralidad de instancias está enfocada en la oportunidad que tiene el justiciable 
en que la acción iniciada sea vista por un órgano unipersonal especializado y posteriormente 
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revisada por un órgano colegiado superior. Entonces, este derecho se cumple antes que el 
Tribunal Constitucional analice el correspondiente Recurso de Agravio Constitucional, por 
lo tanto, no se manifiesta dicha vulneración. 
 
Sáenz (2018) advierte que la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias no guarda 
vínculo de ningún tipo con el derecho fundamental a la pluralidad de instancias. Según el 
este derecho constitucional, el proceso de garantía constitucional debe ser revisado por dos 
instancias para que cumpla plenamente con el contenido esencialmente protegido. 
 
Sar (2018) señala que no, porque el proceso de amparo ha tenido dos instancias, luego ha 
llegado al Tribunal Constitucional, el cual puede decidir que el recurso no es 
constitucionalmente relevante o incurre en alguno de los otros supuestos. Cabe señalar que 
pluralidad es más de uno, entonces sí hubo más de una instancia. Se acabó. ¿Cómo podría 
vulnerar la pluralidad de instancias? De hecho, llego al Tribunal Constitucional, y este 
entendió que el Recurso de Agravio Constitucional no procede. 
 
¿Considera que el rechazo de una causa mediante la emisión de Sentencia 
Interlocutoria Denegatoria recorta el derecho de defensa de los justiciables?  
 
Quiroga (2018) señala que, sin duda alguna, por la flojera, por la deficiencia o por la falta 
de trabajo del Tribunal Constitucional teniendo en cuenta que al ciudadano se le impide 
obtener una sentencia de fondo del Tribunal. 
 
Landa (2018) sostiene que el rechazo de un Recurso de Agravio Constitucional guarda detrás 
de dicho actuar un recorte del derecho de defensa que goza todo justiciable. Ya que la 
ejecución del precedente Vásquez Romero no permite que el justiciable pueda ser atendido 
por el Pleno del Tribunal Constitucional. 
 
Pineda (2018) que, en concordancia a la respuesta de la pregunta décimo primera señalaría 
que sí se le recorta el derecho de defensa del justiciable.  
 
Ramírez (2018) opina que, sin duda, se recorta el derecho de defensa cuando se niega la 
oportunidad de discutir la transgresión ante el Pleno del Tribunal Constitucional, al parecer 
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este Colegiado olvida que su principal función es proteger derechos fundamentales. 
Asimismo, considera que esta posición del Tribunal Constitucional no es compatible con la 
Constitución. 
 
Eto (2018) es innegable que se recorta el derecho de defensa, pues la Constitución establece 
que el Tribunal Constitucional verá las acciones de garantía constitucional que culminan con 
un resultado denegatorio al justiciable, cuyo órgano servirá como la última instancia. 
Asimismo, el Código Procesal Constitucional otorga la posibilidad de cuestionar ante el 
Tribunal Constitucional las violaciones de sus derechos a través del Recurso de Agravio 
Constitucional. Entonces, si la ley nos faculta a utilizar un recurso y también establece que 
este será evaluado por el Colegiado Superior, para luego ser elevado ante el Tribunal 
Constitucional, por ende, este último debería limitarse a recibirlo porque es lo que la ley 
manda. Por lo tanto, somos de la consideración que el precedente Vásquez Romero contiene 
efectos que por naturaleza resultan ser contrarios a la Constitución. 
 
Díaz (2018) afirma que el derecho de defensa garantiza que los justiciables expresen las 
razones que consideran les ayuda a sustentar su pretensión o a contradecir aquella pretensión 
formulada en su contra. Además, garantiza el derecho a contar con asistencia letrada, es 
decir, con la asesoría de un abogado (lo que es más intenso en materia penal). 
  
El justiciable que recurre en agravio constitucional ya ha formulado sus argumentos (tanto 
los fácticos y los jurídicos). Incluso, entendería que para emitir una sentencia interlocutoria 
denegatoria el Tribunal Constitucional mínimamente debe haber revisado la demanda, sus 
fundamentos y los medios de prueba, para a partir de ello determinar si el caso amerita ser 
rechazado mediante sentencia interlocutoria denegatoria o si amerita un pronunciamiento 
sobre el fondo de la controversia. Por ello, considero que el rechazo de una causa mediante 
la emisión de una sentencia interlocutoria denegatoria no lesionaría el derecho de defensa de 
los justiciables. 
 
Yañez (2018) afirma que los justiciables se quedan indefensos, no por el hecho que no exista 
otro proceso que tutele sus derechos fundamentales, pueden existir muchos otros, sin 
embargo, en la medida que dicha conducta o, procedimiento de traba constitucional exista, 
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o se evidencie en cualquier otra fase del proceso o en otro, es claro que el estado de 
indefensión estará latente siempre. 
 
Sáenz (2018) señala que ciertamente los demandantes de una causa constitucional, ven 
alterada su finalidad cuando se rechaza una causa sin darle más trámite. Es decir, el Tribunal 
Constitucional al declarar improcedente el recurso, deja agotada totalmente la vía 
constitucionalmente. Entonces, el estado de indefensión se manifiesta cuando el justiciable 
es rechazado y ya no cuenta con recursos para lograr que se atienda su caso. 
 
Sar (2018) considera que no. Asimismo, pregunta ¿Ud. cree o siente que tenemos necesidad 
de fijar una vista de la causa para discutir sobre la rata presidente? Un habeas corpus 
interpuesto a favor de un roedor. ¿Tenemos que discutir si a un señor hay que reponerle su 
estado atlético anterior a ser torturado por satélites electromagnéticos operados por la CIA? 
Todos estos enunciados, son resoluciones del Tribunal Constitucional. Lea el caso Vásquez 
Romero. 
  
La señora Vásquez Romero dice que los jueces que resuelven una obligación de dar suma 
de dinero cometen delitos de lesa humanidad. ¿Estás seguro que hace falta una vista de la 
causa para discutir eso? Yo creo que no, me parece que es una restricción legítima. Hubo 
diez mil causas. Entran a este Tribunal cerca de siete mil causas actualmente, hay mucho 
trabajo por hacer. Yo creo que no es necesario fijar una vista de la causa para desestimar los 
casos triviales, podría ser discutible en los supuestos de improcedencia de la demanda, que 
en algunos casos que salen con Sentencia Interlocutoria Denegatoria. Pero no constituye una 
vulneración al derecho de defensa. 
 
b. GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL: En este instrumento desarrollamos el análisis 
del Exp. N° 155 /2009, con la finalidad de identificar los efectos generados por la creación 
de las Sentencias Interlocutorias Denegatorias, tal como se muestra a continuación: 
 




Sentencia Nº 155/2009 
Tribunal Constitucional 
 
A través de esta sentencia se 
desarrollan los criterios para la 
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España aplicación del requisito de especial 
trascendencia constitucional 
 
Sentencia N° 155/2009 – Desarrollo conceptual de Especial Trascendencia 
Constitucional por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de España. – 
 
Durante el año 2007, en España se estableció una reforma a la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional que establecía una nueva causal de improcedencia de los Recursos de 
Amparo, cuya terminación recibió el nombre de “especial trascendencia constitucional”. 
Dada su regulación, en dicho ordenamiento jurídico surgió una problemática referida a su 
interpretación, ello suponía un vacío normativo que dejaba abierta la posibilidad que el 
Tribunal Constitucional Español tome decisiones de acuerdo a su capacidad interna de 
razonamiento (suceso similar a nuestra situación actual). 
 
Posteriormente, una ciudadana española promovió un Recurso de Amparo alegando la 
vulneración de sus derechos fundamentales a la defensa y a un proceso con las debidas 
garantías, en dicha ocasión el Tribunal Constitucional Español aprovechó la oportunidad 
para resolver la situación de incertidumbre antes descrita, estableciendo que se considerará 
que un asunto es de especial trascendencia constitucional cuando: 
 
- Mediante un recurso se plantee un problema o una faceta de un derecho fundamental 
susceptible de amparo sobre el que no haya doctrina del Tribunal Constitucional. 
- Se dé ocasión al Tribunal Constitucional para aclarar o cambiar su doctrina, como 
consecuencia de un proceso de reflexión interna, por el surgimiento de nuevas realidades 
sociales o de cambios normativos relevantes para la configuración del contenido del 
derecho fundamental o de un cambio en la doctrina de los órganos de garantía encargados 
de la interpretación de los tratados y acuerdos internacionales. 
- Cuando la vulneración del derecho fundamental que se denuncia provenga de la ley o de 
otra disposición de carácter general. 
- Si la vulneración del derecho fundamental traiga causa de una reiterada jurisprudencial 
de la ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho fundamental y crea 
necesario proclamar otra interpretación conforme a la Constitución. 
99 
 
- Cuando la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental que se alega 
en el recurso en el recurso esté siendo incumplida de modo general y reiterado por la 
jurisdicción ordinaria o existan resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho 
fundamental, ya sea interpretando de manera distinta la doctrina constitucional, ya sea 
aplicándola en unos casos y desconociéndola en otros. 
- En caso de que un órgano judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de 
acatamiento de la doctrina del Tribunal Constitucional. 
- Cuando el asunto suscitado trascienda del caso en concreto porque plantea una cuestión 
jurídica de relevante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias 
políticas generales. 
 
En tal sentido, advertimos que la fijación del requisito respecto a la especial trascendencia 
constitucional puede ser considerada como una copia incompleta del ordenamiento 
constitucional español. Por lo tanto, consideramos que este asunto no dejara de ser un 
problema hasta que el Tribunal Constitucional se pronuncie en una sentencia sustituyendo 
el precedente vinculante Vásquez Romero o amplificando su contenido. 
 
c. COMPROBACIÓN. – En esta sección identificaremos si los datos obtenidos confirman 
o niegan los supuestos planteados en la primera etapa de la investigación, para ello 
aplicaremos la técnica desarrollada en el Gráfico N° 5. 
 
El supuesto jurídico específico 2, menciona que: “La emisión de Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias limita el acceso a la jurisdicción constitucional y afecta el contenido 
esencialmente protegido del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva”. 
 
Ahora bien, en el presente extremo nos enfocamos a identificar la alteración del derecho a 
la defensa del justiciable, pero como tenemos conocimiento, en todo proceso litigioso este 
derecho forma parte del contenido constitucionalmente protegido de la garantía del debido 
proceso, entonces, de acuerdo a nuestras unidades temáticas nos enfocamos en averiguar si 
la emisión de Sentencias Interlocutorias transgrede algunos derechos protegidos por esta 





De acuerdo a los especialistas entrevistados y la jurisprudencia analizada, advertimos que la 
mayoría considera que al expedirse una Sentencia Interlocutoria Denegatoria se recorta el 
derecho de defensa del justiciable, debido a que se deniega el acceso al Tribunal 
Constitucional aplicando esta técnica de improcedencia que ha sido regulada no acorde a la 
Constitución. 
 
Por otro lado, la mayoría considera que el derecho a la pluralidad de instancias consiste en 
que la pretensión en curso debe ser evaluada por el órgano de primera instancia 
correspondiente y luego por el Superior Jerárquico de esta, entonces, al cumplirse este 
supuesto en todos los procesos constitucionales, se concluye que no se vulnera el derecho 
fundamental a la instancia plural de los justiciables. 
 
Ahora bien, la identificación de la vulneración al derecho a la debida motivación ha generado 
criterios opuestos, debido a que la mayor parte de juristas considera que se vulnera este 
derecho cuando el Tribunal Constitucional expide el rechazo liminar sin justificar cuestiones 
de fondo, formula que se dice debe ser rechazada en un estado de derecho como el nuestro. 
 
Por su parte, el especialista Sar, defiende su postura señalando que el establecimiento de esta 
técnica no vulnera este derecho porque se basa en un precedente vinculante que fue creado 
por el Tribunal Constitucional, en uso de sus facultades.  
 
Debemos destacar que, durante la aplicación de los instrumentos de validación, en distintas 
oportunidades se ha acudido al Tribunal Constitucional a fin de recabar información y hemos 
percatado que los especialistas de las salas conformadas (de acuerdo al Artículo 11º del 
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional) tienen opiniones a favor del uso del 
precedente Vásquez Romero. Sin embargo, opinan que se debe crear un nuevo precedente 
que permita entender cuáles son los criterios y límites para la aplicación de cada requisito de 
procedibilidad de las Sentencias Interlocutorias Denegatorias. 
 







































En el presente capítulo describiremos las discusiones generadas por los resultados, la 
información obtenida a través de las técnicas de recolección de datos nos permitirá 
desarrollar el contenido de las discusiones referentes al tema objeto de investigación. 
 
En efecto, la información obtenida fue dirigida a explorar y cumplir con los objetivos. 
Asimismo, dicha data ha sido relacionada con los trabajos previos obtenidos a través de la 
búsqueda de antecedentes trabajados sobre la problemática generada por la integración de 





En relación al objetivo general “Determinar si la emisión de sentencias interlocutorias 
denegatorias vulnera el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva”, la 
investigación tuvo como propósito confirmar el supuesto jurídico general, planteado de la 
siguiente manera: 
 
Se vulnera el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva de los justiciables al 
emitirse las Sentencias Interlocutorias Denegatorias por el Tribunal Constitucional.  
 
Ahora bien, a través del análisis de las respuestas obtenidas de la aplicación de entrevistas, 





- El Tribunal Constitucional es un órgano jurídico político que puede regular nuevas 
técnicas a través de sus sentencias, dicha función se practica sin límite por: i) ser el 
Supremo Interprete de la Constitución, y, ii) Porque sus decisiones son incuestionables 
en el fuero nacional. 
 
- La razón de ser del precedente vinculante Vásquez Romero fue descargar la progresiva 
recepción de expedientes que ha manejado el Tribunal Constitucional desde su creación 
institucional. 
 
Respecto a la primera afirmación, debemos resaltar la opinión del profesor Quiroga (2018), 
que señalo que el sistema denominado Sentencias Interlocutorias es una técnica excesiva 
creada por el Tribunal Constitucional. 
 
Al respecto, debemos mencionar que este Tribunal es un órgano autónomo, cuya 
independencia permite que pueda decidir las causas constitucionales de la mejor forma, ya 
que el arbitrio que se le ha conferido sirve justamente para que otros órganos no interfieran 
en las decisiones que el Pleno toma. En efecto, este Tribunal surge como una suerte de 
garantía del principio de separación de poderes, su actuación garantiza el respeto de los 
derechos inherentes a la persona humana y sus diversas manifestaciones. 
 
Sin embargo, muchas de sus sentencias han recibido críticas negativas por la percepción de 
inseguridad que fomentan, como es el caso Vásquez Romero, en donde se establecen 
criterios de aplicación negativa frente a la tutela del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
y los bienes humanos que conforman su núcleo esencial. Entonces, se concluye que el efecto 
más grave que puede surgir en un Estado de Derecho es que propio vigía de la Constitución 
regule una técnica inconstitucional en agravio de los justiciables. 
 
Respecto a la segunda afirmación, se advierte que esta técnica de improcedencia se justifica 
en la sobrecarga procesal que maneja el despacho del Tribunal Constitucional, sin tomar en 





Por su parte, verificamos que el Dr. Sar (2018), como otros juristas que pertenecen al cuerpo 
integrante de esta institución, defienden la institucionalidad de las Sentencias Interlocutorias, 
pero advierten que en algunos casos pueden rechazarse causas que pasen desapercibidas. 
Entonces, se entiende que esta técnica disminuye, pero puede traer a colación consecuencias 
negativas en perjuicio del justiciable, cuando la relevancia de una causa pase desapercibida 
ya sea por la negligencia del Tribunal Constitucional, o la carencia de argumentación 
presentada por las partes. 
 
En conclusión, Sar (2018) señala que la razón de ser del precedente vinculante Vásquez 
Romero fue descargar la progresiva recepción de expedientes que ha manejado el Tribunal 
Constitucional desde su creación institucional. 
 
En relación al objetivo específico 1 “Identificar los efectos generados por la creación de las 
Sentencias Interlocutorias Denegatorias”, la investigación tuvo como propósito confirmar el 
supuesto jurídico 1, planteado de la siguiente manera: 
 
Al crearse las denominadas Sentencias Interlocutorias Denegatorias se establece una 
indebida segunda calificación de procedibilidad del Recurso de Agravio Constitucional. 
 
Ahora bien, a través del análisis de las respuestas obtenidas de la aplicación de entrevistas, 
podemos destacar que de las posiciones advertidas surgen las siguientes realidades 
cuestionables: 
 
- El Tribunal Constitucional se arroga una facultad que la Constitución delegó a otro 
órgano de justicia. 
 
- Los ítems establecidos para rechazar asuntos constitucionales carecen sustento 
conceptual y normativo. 
 
Respecto a la primera afirmación, debemos señalar que la Constitución establece en su 
Artículo 202.2 que el Tribunal Constitucional conoce en última y definitiva instancia los 
recursos de garantía constitucional que contienen una decisión denegatoria al justiciable; 
ahora, este enunciado en concordancia con el Artículo 18º del Código Procesal 
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Constitucional, este deja en claro que una vez concedido el Recurso de Agravio 
Constitucional, el Presidente de la Sala Superior deberá remitir los actuados al Tribunal 
Constitucional. Entonces, de una lectura básica de dichos tenores, se entiende que quien 
realiza la calificación de concesión del Recurso de Agravio es el órgano de segunda instancia 
y no el Tribunal Constitucional, por ende, esta es una manifestación arbitraria, ni siquiera 
una interpretación forzosa nos podría convencer de que el Tribunal ha creado una fórmula 
de acuerdo en ejercicio de sus facultades de interpretación de la Carta Magna. 
 
Respecto a la segunda afirmación, habiendo confirmado que el establecimiento de esta 
técnica es un exceso, su gravedad es más notoria cuando se analiza el sustento lógico para 
la aplicación de los ítems de improcedencia. Por ejemplo, al aplicarse las fichas de entrevista 
se preguntó sobre que entienden por el concepto de especial trascendencia constitucional y 
ningún autor supo responder exactamente el término de esta norma, ello demuestra 
claramente que los criterios establecidos serán interpretados sin limitación alguna. Entonces, 
¿Cuándo se puede sabes si se está frente a la mala interpretación o aplicación de un criterio 
de rechazo constitucional? nunca. 
 
En relación al objetivo específico 2 “Identificar de qué manera se limita la tutela 
jurisdiccional efectiva por la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias”, la 
investigación tuvo como propósito confirmar el supuesto jurídico 2, planteado de la siguiente 
manera: 
  
La emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias limita el acceso a la jurisdicción 
constitucional y afecta el contenido esencialmente protegido del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva. 
 
Ahora bien, a través del análisis de las respuestas obtenidas de la aplicación de entrevistas, 
podemos destacar que de las posiciones advertidas se advierte la alteración del contenido 
esencialmente protegido a la tutela procesal efectiva. 
 
Por otro lado, la postura mayoritaria tiende a señalar que la expedición de las Sentencias 
Interlocutorias recorta el derecho de defensa del justiciable, ya que luego de su emisión ya 
no queda recurso de cuestionamiento alguno, dejando en indefensión al justiciable. Sin 
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embargo, advertimos que el jurista Sar (2018) considera que el uso de esta técnica no recorta 
el derecho de defensa, puesto los justiciables han tenido oportunidad de defender sus 
posturas. Asimismo, refieren que el rechazo liminar se refiere al Recurso de Agravio 
Constitucional y no a la pretensión de fondo. Por lo tanto, no existe alteración a ningún 
derecho constitucional. 
 
En esa línea concluimos que la emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias vulnera 




El presente trabajo se realizó mediante la investigación de temas relacionados al objeto de 
estudio, asimismo, se entrevistó a especialistas en derecho constitucional y analizando casos 
jurisprudenciales relacionados. Sin embargo, la investigación hubiese sido más provechosa 
si hubiese podido cumplir dos limitaciones: i) No se pudo obtener una cita con los 
magistrados que conforman el Tribunal Constitucional, y, ii) Se solicitó de acuerdo a la ley 
de transparencia, un documento que contenga datos estadísticos respecto a cuantas 
sentencias interlocutorias se emitieron desde la creación de esta fórmula respecto al número 
de resoluciones motivadas por cada causal de improcedencia. 
 
Comparación con trabajos previos: 
 
Consideramos que la tesis propuesta se asemeja al punto de vista de los juristas Domingo 
García Belaunde que señala en su artículo titulado “Retos del Constitucionalismo del Siglo 
XXI”, una crítica al supuesto que establece que las causas serán rechazadas de plano por el 
Tribunal Constitucional cuando contradigan un precedente vinculante. 
 
Asimismo, nuestra tesis se dirige a realizar una crítica respecto a la doble calificación que se 
realiza al Recurso de Agravio Constitucional. Este extremo de nuestra tesis se asemeja a lo 
desarrollado por el actual Presidente del Tribunal Constitucional Ernesto Blume Fortini 






Con la presente investigación se ha logrado demostrar que el uso excesivo de las Sentencias 
Interlocutorias Denegatorias vulnera el derecho fundamental de los justiciables, debido a la 





























Las conclusiones que en adelante detallamos se presentan en base a consideraciones 
formadas a lo largo de la presente investigación, tomando como eje principal la problemática 
materia de estudio. Así las cosas, los siguientes enunciados son presentados de acuerdo a 





La emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias evidencia la vulneración a la tutela 
jurisdiccional efectiva en perjuicio de los justiciables, debido a su uso negligente y excesivo 




El precedente vinculante contenido en la Sentencia recaída en el Expediente Nº 00987-2014-
PA/TC no fija los criterios y límites para la aplicación de los criterios establecidos para la 
emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias, dejan un ambiente de incertidumbre 




La emisión de Sentencias Interlocutorias Denegatorias produce efectos ofensivos que 




































Realizando una la reflexión, frente a la data obtenida y trabajada en la presente investigación, 




Es necesario que se plantee un recurso procesal que sirva para cuestionar la 
constitucionalidad de los criterios obligatorios que son establecidos en un precedente 
vinculante, ya que como se mencionó en secciones anteriores el Tribunal Constitucional es 
un órgano autónomo que tiene decisiones propias y estas tienen la calidad de cosa juzgada. 
De acuerdo a lo señalado, recomiendo que se deba establecer un nuevo recurso procesal que 
permita cuestionar la constitucionalidad de un precedente vinculante de manera directa ante 
el Tribunal Constitucional. 
 
SEGUNDA. - 
Habiendo analizado los requisitos para la improcedencia del Recurso de Agravio 
Constitucional, se determina la necesidad de desarrollar el marco conceptual y normativo 
para la aplicación de cada uno. Es decir, se recomienda que le Tribunal Constitucional 
sustituya el precedente vinculante objeto de estudio o lo coadyuve su finalidad a través de 




Finalmente, recomiendo a los investigadores que a futuro se propongan investigar los 
alcances de esta problemática, investigar en base a cuantas Sentencias Interlocutorias 
Denegatorias se han emitido desde el 2014 hasta la actualidad, clasificándolas en cada el 
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